	CONSEJO INSTITUCIONAL [image: ]
[image: ]
ACTA No. 2573	CONSEJO INSTITUCIONAL	PAGINA -61
Acta Aprobada
_________________________________________________________________________

ACTA APROBADA
SESIÓN ORDINARIA No. 2573
FECHA:		Jueves 28 de agosto del 2008
HORA:	7:30 a.m.
LUGAR:	SALA DE SESIONES DEL CONSEJO INSTITUCIONAL, SEDE 
CENTRAL DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA
DIRECTORES
M.Sc. Eugenio Trejos 	Rector y Presidente 
MAE. Roberto Gallardo Loría	Profesor del ITCR
Ing. Carlos Badilla Corrales  	Profesor del ITCR
M.Sc. Rocío Poveda Picado 	Representante Comunidad Nacional
Lic. Johnny Masís Siles	Funcionario Administrativo del ITCR
Máster Sonia Barboza Flores	Profesora del ITCR
Máster Rosaura Brenes Solano	Profesora del ITCR 
Sr. Víctor Estrada Fernández 	Estudiante del ITCR
Sr. Luis González Chacón	Estudiante del ITCR 
Ing. Diógenes Álvarez	Egresado Suplente del ITCR
FUNCIONARIOS
Licda. Bertalía Sánchez Salas	Directora Ejecutiva de la Secretaría 
	del Consejo Institucional
Lic. Isidro Álvarez Salazar	Auditor Interno 
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Se inicia la Sesión a las 7:55 a.m., con la presencia del MSc. Eugenio Trejos, quien preside, Sr. Luis González, Sr. Víctor Estrada, Máster Sonia Barboza, Lic. Johnny Masís, Lic. Isidro Álvarez, Ing. Carlos Badilla e Ing. Diógenes Álvarez.  Asimismo el señor Eugenio Trejos justifica la ausencia del Ing. Dennis Mora, quien será sustituido por el Ing. Diógenes Álvarez, en calidad de suplente.
ASUNTOS DE TRÁMITE
CAPÍTULO DE AGENDA
ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
Se somete a consideración de los miembros de Consejo, la siguiente agenda provisional:
Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Aprobación de las Actas 2571 y 2572
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informes de Rectoría
5. Propuestas de Comisiones
6. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
7. Designación de un representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 193, correspondiente al I Semestre 2008, por celebrarse en el Gimnasio del Centro de Formación Deportiva Cultural, el 18 de setiembre del 2008 
8. Designación de un representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 194,  por celebrarse en el Gimnasio de la Sede Regional San Carlos, el 24 de octubre del 2008
9. Declaratoria de interés institucional al evento del Taller Centroamericano de Cooperación, por celebrarse en  la Sala de Conferencias de la Biblioteca, Campus Cartago, durante los días 17 y 18 del 2008 (A cargo de la Presidencia)
ASUNTOS DE FONDO
10. Revisión de  Propuesta de las  “Políticas Generales 2009” 
11. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley “Utilización del Software Libre en las Instituciones del Estado”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.912  (A cargo de la Presidencia)
12. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”, que se tramita mediante el Expediente Legislativo No.  16.294  (A cargo de la Presidencia)
13. Reglamento Centro de Formación Humanística  (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles) 
14. Modificación Reglamento de Facilidades de Estudio para Funcionarios  Funcionarias el ITCR (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles)
15. Licitación Pública 2008-LN-000006-APITCR  “Concesión de local para servicio de Soda en el Centro Académico de San José” (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
ASUNTOS DE FORO
16. Presentación I Autoevaluación anual de calidad de la Auditoria, correspondiente al período 2007(A cargo de la Auditoría)
ASUNTOS VARIOS
17. Varios
18. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
Se aprueba con 7 votos a favor, 0 en contra. 
Por lo tanto, la agenda queda de la siguiente manera:
Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Aprobación de las Actas 2571 y 2572
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informes de Rectoría
5. Propuestas de Comisiones
6. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
7. Designación de un representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 193, correspondiente al I Semestre 2008, por celebrarse en el Gimnasio del Centro de Formación Deportiva Cultural, el 18 de setiembre del 2008 
8. Designación de un representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 194,  por celebrarse en el Gimnasio de la Sede Regional San Carlos, el 24 de octubre del 2008


9. Declaratoria de interés institucional al evento del Taller Centroamericano de Cooperación, por celebrarse en  la Sala de Conferencias de la Biblioteca, Campus Cartago, durante los días 17 y 18 del 2008 (A cargo de la Presidencia)
ASUNTOS DE FONDO
10. Revisión de  Propuesta de las  “Políticas Generales 2009” 
11. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley “Utilización del Software Libre en las Instituciones del Estado”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.912  (A cargo de la Presidencia)
12. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”, que se tramita mediante el Expediente Legislativo No.  16.294  (A cargo de la Presidencia)
13. Reglamento Centro de Formación Humanística  (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles) 
14. Modificación Reglamento de Facilidades de Estudio para Funcionarios  Funcionarias el ITCR (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles)
15. Licitación Pública 2008-LN-000006-APITCR  “Concesión de local para servicio de Soda en el Centro Académico de San José” (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
ASUNTOS DE FORO
16.  Presentación I Autoevaluación anual de calidad de la Auditoria, correspondiente al período 2007(A cargo de la Auditoría)
ASUNTOS VARIOS
17. Varios
18. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
CAPÍTULO DE ACTAS
ARTÍCULO 2.	Aprobación de las Actas Nos. 2571 y 2572
Acta No. 2571
Se somete a votación el Acta No. 2571 y se obtiene el siguiente resultado: 7 votos a favor, 0 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional.  
NOTA: Se presenta a la Sesión, el señor el señor Roberto Gallardo, a las 8:00 a.m.
Acta No. 2572
Se somete a votación el Acta No. 2572 y se obtiene el siguiente resultado: 6 votos a favor, 2 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional.  Asimismo, los señores Sonia Barboza y Diógenes Álvarez justifican su voto en contra por haber estado ausentes en esa sesión. 
CAPÍTULO DE CORRESPONDENCIA
ARTÍCULO 3.	Informe de correspondencia
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:
Correspondencia remitida al Presidente del Consejo Institucional:
1. VIDA-741-2008  Memorando con fecha 21 de agosto del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo de Docencia en la Sesión No. 15-2008 del 13 de agosto del 2008, “propuesta del Comité Becas, para modificar el Art. 27, incisos c y d, del Reglamento de Becas del ITCR”. (SCI-988-08-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles 
2. CI-389-2008  Memorando con fecha 22 de agosto del 2008, suscrito por el Dr. Jaime Solano S., Director de la Escuela de Ingeniería en Computación y el Ing. Roberto Pereira, Director de la Escuela de Electrónica, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite solicitud de creación de plazas, (administrativa y técnico en administración), de tiempo completo, categoría 16,  a partir del 2009.  (SCI-989-08-2008)
Se toma nota. 
3. DFC-1263-2008  Memorando con fecha 20 de agosto del 2008, suscrito por el MAE. Jorge L., Mena C.,  Director del Departamento de Financiero Contable, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita ampliación del plazo para la presentación de los resultados obtenidos, así como las propuestas respectivas sobre las acciones a emprender  en relación con los saldos no recuperados a esa fecha, y las acciones preventivas que minimicen la acumulación de nuevos saldos de cuentas por cobrar por derechos de estudio, para que sea atendida por el Consejo Institucional en lo que sea de su competencia, según el inciso c., del acuerdo tomado por el CI, en Sesión No. 2564, Art. 2, del 19 de junio del 2008, “Periodo de amnistía pago cuentas por cobrar  Derechos de Estudio”, hasta el próximo 28 de agosto del año en curso.  (SCI-974-08-2008)
Se toma nota.  Se concedió la prórroga al 28 de agosto.
4. DAIR-107-2008  Memorando con fecha 19 de agosto del 2008, suscrito por el Ing. Warner Chaves V., Presidente del Directorio de la AIR, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado por el DAIR en Sesión No. 168-2008, Art. 2, del 18 de agosto del 2008, respecto al cumplimiento del acuerdo tomado en la Asamblea AIR-66-2008, sobre las acciones tomadas por este órgano para que el Art. 14 bis, del Estatuto Orgánico  se cumpla y cuáles acciones descritas en él se han ejecutado, en lo referente al Consejo económico-social.  Además externan la preocupación por la implementación del Consejo Económico social, toda vez que su no creación los desliga con el entorno nacional y se estaría en contra de la misión y visión del TEC. (SCI-972-08-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Presidencia.
5. DEVESA-563-2008  Memorando con fecha 21 de agosto del 2008, suscrito por la MSc. Yolanda Serrano S., Directora del DEVESA, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita  nombrar un representante del Consejo Institucional ante la mesa principal del Acto de Graduación No. 194, que se llevará a cabo el próximo viernes 24 de octubre del año en curso, a partir de las 3:30 p.m., en el Gimnasio de la Sede Regional de San Carlos.  (SCI-990-08-2008)
Se toma nota. Se traslada como punto de agenda
6. VIESA-610-2008  Memorando con fecha 19 de agosto del 2008, suscrito por la Lic. Ligia Rivas R., Vicerrectora de VIESA, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita  nombrar un representante del Consejo Institucional ante la mesa principal del Acto de Graduación No. 193, que se llevará a cabo el próximo jueves 18 de setiembre del año en curso, a partir de las 6:00 p.m., en el Gimnasio del Centro de Formación Deportiva Cultural. Asimismo, hace extensiva la invitación a todos los miembros del Consejo Institucional.  (SCI-979-08-2008)
Se toma nota. Se traslada como punto de agenda
7. Nota sin consecutivo  suscrita por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Lic. Carlos Segnini, Director de la Oficina de Asesoría Legal, con copia al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita prórroga de permiso hasta el 31 de diciembre del 2009, en el puesto de asesor legal, dado que actualmente ocupa el cargo de Directora Ejecutiva en la Secretaría del Consejo Institucional y contaba con permiso  hasta el 25 de agosto del 2008. (SCI-986-08-2008)
Se toma nota. 
Correspondencia remitida al Consejo Institucional:
8. VIDA-740-2008  Memorando con fecha 21 de agosto del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigido a la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de VIESA, con copia al Consejo Institucional, en el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo de Docencia en la Sesión No. 15-2008 del 13 de agosto del 2008, en el cual avalan  la propuesta de reforma al Calendario Académico 2009”., para su respectivo trámite.  (SCI-987-08-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles 
9. SCI-563-2008  Memorando con fecha 22 de agosto del 2008, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, con copia al Consejo Institucional, en el cual remite el Oficio AUDI-221-2008, respecto a las observaciones realizadas por la Auditoría al informe “Conciliación sobre el Salario Escolar 2003-2004-2005,  reportado a la CCSS”. (SCI-983-08-2008)
Se toma nota. 
10. SCI-564-2008  Memorando con fecha 22 de agosto del 2008, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al MBA. Jorge Mena, Director del Departamento de Financiero Contable, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita certificar el cumplimiento, en lo que respecta a materia presupuestaria, del acuerdo tomado en la Sesión No. 2499 Art. 10 “Reestructuración de becas y financiamiento de estudios y reconsideraciones del costo del crédito. (SCI-984-08-2008)
Se toma nota. 
11. SCI-544-2008  Memorando con fecha 19 de agosto del 2008, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, con copia al Consejo Institucional, en el cual remite “Observaciones al Plan de Infraestructura 2009 y de Equipamiento 2009”. (SCI-969-08-2008)
Se toma nota. 
12. SCI-524-2008  Memorando con fecha 14 de agosto del 2008, suscrito por la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido al Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de VIE, con copia al Consejo Institucional, en el cual remite el Reglamento de Evaluación del Desempeño para el respectivo análisis.  (SCI-976-08-2008)
Se toma nota. 
13. SCI-541-2008  Memorando con fecha 14 de agosto del 2008, suscrito por la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, con copia al Consejo Institucional, en el cual remite el Reglamento de Evaluación del Desempeño para el respectivo análisis.  (SCI-976-08-2008)
Se toma nota. 
14. SCI-528-2008  Memorando con fecha 12 de agosto del 2008, suscrito por la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido al MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional,  con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita criterio respecto a la propuesta de creación del Programa de Acreditación de Desarrollo Estudiantil Co-curricular.  (SCI-960-08-2008)
Se toma nota. 
15. SCI-527-2008  Memorando con fecha 12 de agosto del 2008, suscrito por la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de VIESA,  con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita criterio respecto a la propuesta de creación del Programa de Acreditación de Desarrollo Estudiantil Co-curricular.  (SCI-960-08-2008)
Se toma nota. 
16. SCI-537-2008  Memorando con fecha 14 de agosto del 2008, suscrito por la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia,  con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita criterio respecto a la Propuesta de Modificación del Art. 30 del Reglamento de Régimen de Enseñanza-Aprendizaje.  (SCI-960-08-2008)
Se toma nota. 
17. SCI-551-2008  Memorando con fecha 20 de agosto del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración,  con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita asignar recursos en el Presupuesto Extraordinario II-2008, con el fin de remodelar las oficinas de la Secretaría del Consejo Institucional.  (SCI-977-08-2008)
Se toma nota. 
18. SCI-552-2008  Memorando con fecha 20 de agosto del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración,  con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita asignar recursos en la partida   “Servicios Jurídicos”, para la contratación de un asesor/a legal por el rubro honorarios profesionales, quien desempeñara tareas específicas.   (SCI-978-08-2008)
Se toma nota. 
19. SCI-542-2008  Memorando con fecha 18 de agosto del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Ing. Warner Chaves, Presidente del DAIR,  con copia al Consejo Institucional, en el cual remite información adicional solicitada en respecto al Recurso Ordinario de Revocatoria ante Consejo Institucional y Apelación en subsidio ante la AIR, contra el acuerdo tomado en  la Sesión No. 2565, Artículo 14C, de 26 de junio del 2008, presentado por el señor Mauricio Monge Agüero.  (SCI-977-08-2008)
Se toma nota. 
20. SCI-543-2008  Memorando con fecha 18 de agosto del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Ing. Juan Carlos Lobo, Fiscal del DAIR, con copia al Consejo Institucional, en el cual remite información solicitada respecto al Recurso Ordinario de Revocatoria ante Consejo Institucional y Apelación en subsidio ante la AIR, contra el acuerdo tomado en  la Sesión No. 2565, Artículo 14C, de 26 de junio del 2008, presentado por el señor Mauricio Monge Agüero.  (SCI-977-08-2008)
Se toma nota. 
21. RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO CONTRA EL ACUERDO DEL CONSEJO INSTITUCIONAL TOMADO EN LA SESIÓN No. 2568, ARTÍCULO 8, DEL 31 DE JULIO DEL 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a los miembros del Consejo Institucional. (SCI-981-08-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
22. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 19 de agosto del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta nota de la Asociación de Desarrollo  de Alajuela, en la que agradecen el interés que han puesto para la creación de la Sede Interuniversitaria en Alajuela.   (SCI-857-07-2008)
Se toma nota.  Se comunica a los señores miembros del Consejo Institucional
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional:
23. VAD-224-2008  Memorando con fecha 22 de agosto del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite la Licitación Pública No. 2008-LN-000002-APITCR “Concesión de Local para Servicio de Fotocopiado e impresión digital, Sede Central Cartago.  (SCI-985-08-2008)
Se toma nota. 
24. AUDI-220-2008  Memorando con fecha 20 de agosto del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite copia del AUDI-AS-008-2008 “Informe de asesoría sobre la propuesta de modificación al Reglamento de Régimen de Dedicación Exclusiva, incluyendo la creación del régimen  obligatorio de Dedicación Exclusiva.  (SCI-982-08-2008)
Se toma nota. 
25. AUDI-221-2008  Memorando con fecha 21 de agosto del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite observaciones al informe presentado por la Comisión sobre la “Conciliación respecto al salario escolar de los años 200-2004-2005 reportado a la CCSS.  (SCI-980-08-2008)
Se toma nota en el Seguimiento de la Ejecución de los Acuerdos tomados por el C.I.
ADDENDUM DE CORRESPONDENCIA
26. DC-678-2008  Memorando con fecha 26 de agosto del 2008, sucrito por la MBA. Marisela Bonilla F., Directora de la Dirección de Cooperación, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita declarar de interés institucional el Taller Centroamericano de Cooperación Internacional, que se llevará a cabo los días 17 y 18 de setiembre del año en curso, en la Sala de Conferencias de la Biblioteca José Figueres Ferrer.  (SCI-995-08-2008)
Se toma nota. Se traslada como futuro punto de agenda
27. DC-677-2008  Memorando con fecha 26 de agosto del 2008, sucrito por la MBA. Marisela Bonilla F., Directora de la Dirección de Cooperación, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite para consideración el Addendum a Convenio de Colaboración entre el ITCR-ATIPTEC. Asimismo adjunta los dictámenes de la Asesoría Legal, Financiero Contable y la OPI.  (SCI-994-08-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
28. R-648-2008  Memorando con fecha 25 de agosto del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a los señores Miembros del Consejo Institucional, en el cual adjunta para su información, el programa de los diferentes eventos a desarrollar en el VI Foro por la Acreditación de la Educación superior y la LXXXVI Sesión Ordinaria del Consejo Superior de Universidades Centroamericanas (CSUCA) por realizarse del 17 al 19 de setiembre, en la Universidad Nacional  y en la Universidad de Costa Rica. Asimismo informa que durante el desarrollo de dicha Sesión, asumirá la Presidencia del CSUCA. (SCI-996-08-2008)
Se toma nota. 
29. SCI-550-2008  Carta con fecha 25 de agosto del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, dirigido a la Familia Rodríguez Zúñiga, con copia al Consejo Institucional, en el cual expresa su felicitaciones por el homenaje póstumo ofrecido al Ing. Guillermo Rodríguez, en el marco del XVII aniversario de la creación del CITEC. (SCI-992-08-2008)
Se toma nota. 
30. SCI-547-2008  Carta con fecha 25 de agosto del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, dirigido al Ing. Diógenes Álvarez S., Presidente de la Junta Directiva del CITEC, con copia al Consejo Institucional, en el cual externa felicitación por el XVII aniversario de la creación del CITEC, celebrado el pasado 8 de agosto del 2008. . (SCI-992-08-2008)
Se toma nota.
31. CRAS-13-2008  Carta con fecha 22 de agosto del 2008, suscrito por el Sr. Carlos Alba Solé, Oficinal de Seguridad, dirigido al Lic. Carlos Segnini, Director de la Oficina de Asesoría Legal, con copia a la Comisión de Calidad de Vida Institucional, en el cual comunica que en razón de que desde el mes de febrero del 2007, esta Oficina no ha podido rendir criterio respecto al día de descanso semanal de los roles de trabajo de los oficiales de seguridad, le obliga a plantear la problemática de interpretación ante el juzgado especialista en la materia laboral y su respectiva concordancia con lo que señala la Constitución Política.  (SCI-991-08-2008)
Se toma nota.  
32. SCI-566-2008  Memorando con fecha 26 de agosto del 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid V., Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite pronunciamiento sobre el Proyecto de Ley denominado “Ley Reguladora del Trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Convalidación de Estudios de Educación Superior Realizados en el Extranjero”- Expediente  Legislativo No. 16.294. (SCI-999-08-2008)
Se toma nota. Se traslada como punto de agenda 
33. OPI-224-2008  Memorando con fecha 26 de agosto del 2008, suscrito por el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite en atención a la solicitud planteada por la Comisión de Planificación y Administración, observaciones al Plan de Infraestructura 2009-2011 y al Plan de Equipamiento 2009.  (SCI-1000-08-2008)
Se toma nota. 
34. AUDI-223-2008  Memorando con fecha 25 de agosto del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el Informe de fiscalización AUDI/F-005-2008 “Informe sobre la Evaluación al PAO al 31 de diciembre del 2007”.  (SCI-1004-08-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
35. Nota sin referencia, con fecha 26 de agosto del 2008, suscrita por la Sra. Judith Sovero, dirigida al Departamento de Admisión y Registro, Comisión de Asuntos Académicos y Secretaría del Consejo Institucional, en el cual informa que no asistirá  a la juramentación para la entrega de la certificación producto del reconocimiento y equiparación de grado y título, en razón de que debe analizar los pasos a seguir.  Asimismo, informa que solicitó entrevista con el Director de la Escuela de Arquitectura del ITCR, la cual será confirmada el jueves 28 por la tarde.  (SCI-1013-08-08).
Se toma nota.
NOTA: Se presenta a la Sesión, la señora Rosaura Brenes, a las 8:05 a.m.
La señora Sonia Barboza consulta si ya se recibió respuesta al oficio suscrito por la Directora Ejecutiva sobre la solicitud de prórroga de permiso hasta el 31 de diciembre del 2009, en el puesto de asesora legal.
La señora Bertalía Sánchez responde que ella envío la nota y la Oficina de Asesoría Legal se encarará de tramitar el permiso en el Departamento de Recursos Humanos.
El señor Eugenio Trejos consulta al señor Carlos Badilla sobre el oficio DAIR-107-2008, ¿en qué estado se encuentra la Comisión con respecto a la consulta que hace el Directorio Institucional Representativa, sobre la implementación del Consejo Económico Social?
El señor Carlos Badilla informa que están  trabajando en la Comisión Especial, se está haciendo un análisis y se solicitó criterio a las personas que han tenido experiencia en las funciones del Consejo Institucional como por ejemplo al señor Guido Hernández y a partir de ahí plantear un esquema de ¿cómo sería la integración y modalidad de trabajo de este Consejo?  Aclara que está en proceso de redacción.
La señora Sonia Barboza considera que este  proceso va de la mano con la reestructuración del Consejo Institucional, porque se supone que el Consejo Económico Social venía a suplir la no pertenencia de los miembros externos de la Comunidad Nacional en este órgano.
El señor Eugenio Trejos comunica que ambas iniciativas se encuentran indisolublemente ligadas, es decir esto va a condicionar la conformación del Consejo Institucional y el Consejo Económico Social.
El señor Roberto Gallardo agrega que se deberían de hacer ensayos y no desaprovechar el tiempo.  Sugiere hacer convocatorias para ir perfilando cómo va a ser esta nueva estructura.
La señora Sonia Barboza considera que con respecto a la nota 7 sobre la solicitud de permiso de la señora Bertalía Sánchez, cree que este tema estará ligado con la Unidad Técnica Asesora que se pretende para este Consejo Institucional, porque ya es hora de ir dimensionando, la unidad técnica asesora y la Dirección Ejecutiva, sería bueno hacer un análisis considerando ambas cosas, para que se enriquezca y sea mucho más amplio de lo que es actualmente, esto para que la gestión tenga mayor sentido y el Consejo tenga más apoyo.
El señor Isidro Álvarez consulta quién dará respuesta al oficio DAIR-107-2008.
El señor Eugenio Trejos aclara que se traslada a la Presidencia para que le dé el trámite correspondiente.
 El señor Víctor Estrada consulta que en qué consiste el punto 35, sobre el caso de la señora Judith Sovero.
La señora Rosaura Brenes se refiere al trámite dado a las consultas de la señora Sovero, refiriéndose a la solicitud que hiciera de cómo hacer para ingresar a la Licenciatura. 
La señora Rosaura Brenes referente al oficio CRAS-13-2008, externa que la  Comisión de Calidad de Vida lo tuvo hasta un momento, porque se asumió que la Asesoría Legal había dado respuesta en el mes de febrero, pero según la afirmación que hace el señor Carlos Alba en la nota, aún no ha recibido respuesta. 
El señor Eugenio Trejos informa que solicitará los comunicados que se giraron porque se le había designado esa tarea a la señora Marta Calderón y ella se había reunido con los oficiales de seguridad y la solicitud del señor Alba no había sido favorablemente atendida. Se compromete a investigar por qué el señor Alba envía esa nota.
El señor Roberto Gallardo consulta de qué se trata la nota 21, relacionada con el Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio ante la AIR.
El señor Eugenio Trejos comenta que él está presentando un recurso sobre el acuerdo  de este Consejo sobre el caso de la Universidad de Valencia.
La señora Sonia Barboza externa que lastimosamente el señor Eugenio Tejos no presentó una propuesta sustitutiva de acuerdo a lo que estaba regulado o esperado.  Consulta sobre el correo que anda dando vuelta denominado: “denuncia pública”  sobre el Convenio de Valencia, desea conocer ¿qué se sabe de eso, de dónde salió, por qué lo presentaron ante la Contraloría General de la República?
El señor Eugenio Trejos comunica que el correo se lo enviaron anónimamente al CONARE y por eso ayer el señor José Andrés Masís lo llamó para preguntarle y le comentó que el señor Omar Segura le solicitó que le diera información sobre el problema.  En razón de lo anterior, se le están enviando los documentos para que tengan una visión clara de lo que ocurre en esta materia.
El señor Diógenes Álvarez comenta que sobre esos correos anónimos que llegan, se puede hacer una investigación escaneando la dirección IP y se puede lograr saber de dónde sale ese correo electrónico.
El señor Eugenio Trejos informa que solicitará al señor Alexander Valerín que le de seguimiento a las direcciones para determinar de dónde es la procedencia y hacer las indagaciones pertinentes en la Contraloría General de la República para saber si efectivamente ha sido una denuncia de ese tipo o es un afán de mal informar. 
La señora Sonia Barboza consulta por la resolución del planteamiento hecho por la funcionaria de la Auditoría Interna, qué ha sucedido con eso.
El señor Eugenio Trejos informa que él hizo la indagación preliminar y ya se aplicó la sanción a partir de los resultados.  Agrega que recurrió a la sanción directa por ser este puesto de confianza y por ser uno de sus colaboradores directos.  En el mismo orden de ideas, informa que  al señor Isidro Álvarez que le estará remitiendo copia de la resolución del señor Carlos Segnini a la señora Deyanira Meza, explica que según la Resolución de los puntos IV y V la esencia de la sanción se deriva de que el puesto de Director de la Oficina de Asesoría Legal es un puesto de confianza del Rector quien lo puede remover sin recurrir a procedimientos ordinarios establecidos, de tal manera que atendiendo el aforismo jurídico de que “quien puede más puede lo menos” puede el Rector sancionar obviando también dichos procedimientos, aunque siempre respetando los principios del debido proceso, tal como se ha hecho en el presente caso.  Considera que el señor Carlos Segnini es un excelente profesional que viene aportando elementos muy valiosos para la vida institucional desde su puesto de Director de la Oficina de Asesoría Legal, cuyo celo por la imagen de la Institución le hizo, por esta vez, expresarse en forma reprochable no compatible con la dignidad de su alto cargo, por lo cual debe ser sancionado. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
CAPÍTULO ASUNTOS DE RECTORÍA
ARTÍCULO 4.	Informe Asuntos de Rectoría 
El señor Eugenio Trejos B., Rector y Presidente del Consejo Institucional, informa sobre las actividades realizadas durante la semana del 21 al 27 de agosto del 2008, detalladas de la siguiente manera:
1.  ACTO DE GRADUACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE ACTUALIZACIÓN EMPRESARIAL
El jueves 21 de agosto participó en el Acto de Graduación de los Programas de Actualización Empresarial, organizado por la Escuela de Administración de Empresas, en el cual se hizo entrega de su título a 218 personas, en las siguientes áreas:
· Motivación y Liderazgo
· Especialista en Impuestos
· Especialista en Costos
· Servicio al Cliente
· Gerencia de Proyectos
El Acto se realizó en las instalaciones del Hotel Corobicí en San José.
2. CONFERENCIA DE PRENSA INFUSOR ESPACIAL
El viernes 22  de agosto  Conferencia de Prensa en la que se dio a conocer a los medios de comunicación masiva nacionales e internacionales el Infusor Espacial, elaborado por los estudiantes de la Escuela de Electromecánica, conjuntamente con la compañía Ad Astra Rocket, propiedad del Dr. Franklin Chang Díaz, en el marco del Convenio de Cooperación existente entre ambas Instituciones. El Acto se realizó en el Auditorio del Centro de Extensión y Transferencia Tecnológica (CETT) 
4. PRESENTACIÓN DE PORTAL DEL TEC
El viernes 22 de agosto participó en la presentación a los funcionarios y funcionarias que laboran en las diversas dependencias de la Dirección Superior del Portal del TEC, elaborado por el Centro de Información Tecnológica (CIT) y el Centro de Cómputo (CEC), con la colaboración del Grupo Asesores en Computación. El evento se realizó en el Mini Auditorio del Centro de Investigación en Computación (CIC).
5. PROGRAMA DE DOCTORADO EN ELECTROMECÁNICA 
El viernes 22 de agosto se reunió con el Ing. Luis Gómez (Director de la Escuela de Electromecánica, y el Dr. Fernando Caldas Pinto, Profesor de esa Escuela, con el propósito de brindarle seguimiento al proceso de formulación de la propuesta del Programa de Doctorado en Electromecánica 
6. COMITÉ AMBIENTAL UNIVERSITARIO 
El lunes 25 de agosto se reunió con el Sr. Danny Valverde y la Srta. Karina Poveda, Estudiantes de la carrera de Ingeniería en Administración Agropecuaria, con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR le brinde el apoyo al Comité Ambiental Universitario para su constitución formal en una Asociación, de manera tal que pueda presentar proyectos para la protección del ambiente a nivel institucional y nacional y tener acceso a fuentes de financiamiento locales y extranjeras.  
7. CONVENIO MARCO ITCR-FUNDATEC 
El lunes 25 de agosto se reunió en compañía del Lic. Carlos Segnini, Asesor Legal, con la Licda. Isabel Cristina Pereira, Directora Ejecutiva de la Fundación Tecnológica de Costa Rica (FUNDATEC), la Licda. Aida y el Lic. Carlos, Abogados de esa Fundación, para ultimar detalles de orden legal para proceder a la firma del Convenio Marco entre el ITCR y la FUNDATEC.
8. SESION N° 28-08 DEL CONSEJO NACIONAL DE RECTORES
El martes 26 de agosto participó en la Sesión N° 28-08 del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), en la que se trataron básicamente los siguientes temas:
8.1. Aprobación del Acta de la Sesión N° 25-08 del CONARE
Se aprobó el Acta de la Sesión N° 25-08 del CONARE. Adjunto copia de la misma en la Secretaria del Consejo Institucional
8.2. Financiamiento y presupuesto. 
El M.Sc. José Andrés Masís, Director de la OPES, informa que en el proyecto de Presupuesto Ordinario de la República de 2009 se incluyeron ¢204 159,48 millones por concepto del Fondo Especial para el Financiamiento de la Educación Superior (FEES).  Este monto corresponde a ¢195 009,06 millones del FEES del 2009 y a ¢9 148,88 millones de reajustes del 2008. La distribución del FEES por institución, con fundamento en los acuerdos vigentes del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), es la siguiente:
FONDO ESPECIAL PARA LA EDUCACIÓN SUPERIOR
MONTOS A PRESUPUESTAR EN EL 2009
(millones de colones)
	
Institución
	FEES institucional 2009
	Fondo del Sistema
2009
	TOTAL
FEES 2009
	Reajustes 
FEES
2008
	
TOTAL

	
	
	
	
	
	

	UCR
	98 251,84
	4 477,43
	102 729,27
	5 222,15
	107 951,42

	ITCR
	19 211,73
	4 064,49
	23 276,22
	1 021,11
	24 297,33

	UNA
	39 783,58
	4 549,27
	44 332,85
	2 114,52
	46 447,37

	UNED
	12 768,15
	6 326,68
	19 094,83
	678,64
	19 773,47

	CONARE
	2 418,11
	1 834,62
	4 252,73
	113,46
	4 366,19

	FS  asignado sin distribución por institución
	
-
	    
   1 323,70*
	
-
	
-
	
1 323,70*

	                                
	
	
	
	
	

	TOTAL
	172 433,41
	22 576,19
	195 009,60
	9 149,88
	204 159,48


8.3. Correspondencia
a. Oficio EUNA-315 la Comisión de Editoriales solicita apoyo de ¢247.000 para cubrir el catering service del Taller de Trabajo que se realizará el 13 de noviembre próximo.
b. Reglamento de sesiones del CONARE. 
c. Observaciones al Reglamento de gastos de viaje y de transporte para funcionarios universitarios nombrados en delegaciones de coordinación interuniversitaria. *
d. Nota ELCL-OVE-CONARE-MEP-268 montos finales y distribución para primera etapa de las capacitaciones a profesores de inglés, según Convenio CONARE-MEP.
e. Convenio con la Universidad de Valencia. 
f. Documento del señor Guillermo Molina semana 70, año 2.
8. 4. Representaciones:
Nota JA-411 de la Directora Ejecutiva de la Junta Administrativa del Archivo Nacional informando de la renuncia del Dr. Ronny Viales Hurtado y solicita se designe un nuevo representante cuyo nombramiento empezaría a regir a partir del 1 de octubre de 2008.
8.5. CENIBiot
a. Copia del oficio D-652 de la Unión Europea sobre la contratación de la ejecución de los proyectos pilotos.
b. CENIBiot-165 sobre nombramiento de Profesor Visitante Jefe de Planta.
8.6. Sede Interuniversitaria en Alajuela.
Se recibió el Memorando OPES-DA-177-08 con la solicitud de requerimientos adicionales de espacio físico para la Sede.
8.7. Programas y Comisiones del CONARE
a. Análisis Sinopsis del Informe Estado de la Educación. *
b. Examen de incorporación como garantía en la calidad del ejercicio profesional. 
c. OPES-DA-CVD-150 sobre la creación del Sistema Nacional de Capacitación y Formación Profesional – SINAFOP. 
d. OPES-COM-VIVE-532 la Comisión de Vicerrectores de Vida Estudiantil somete a consideración del CONARE la propuesta de “Lineamientos para la premiación a la excelencia estudiantil universitaria”. (12-8-2008)
e. Análisis del Informe del Director del CENAT. *
8.8. Planes y programas de estudio
a. Nota R-363 la Universidad Estatal a Distancia solicita el trámite de aprobación para el plan de estudios de la Maestría en Valuación.
b. Dictamen sobre las propuestas de creación de maestrías en la disciplina de Comunicación de la Universidad de Costa Rica.
9. REGIONALIZACIÓN UNIVERSITARIA
El miércoles 27 de agosto se reunió con el M.B.A. Bernal Martínez, Vicerrector de Administración, y el Lic. Roberto Gallardo, Representante del ITCR ante la Comisión de Enlace del CONARE, con el propósito de analizar la propuesta metodológica para la el trabajo de regionalización y la gestión presupuestaria del mismo. 
10. CONFERENCIA SOBRE HUMANISMO Y UNIVERSIDAD EN EL SIGLO XXI
El miércoles 27 de agosto impartió la Conferencia sobre Humanismo y Universidad en el Siglo XXI, organizada por Cátedra de Estudios Humanísticos del Centro de Estudios Generales de la Universidad Nacional (UNA), en el marco del XXV Aniversario de la Creación de esa Universidad. La actividad se realizó en la Sala de Ex Decanos de dicho Centro.
INFORME
Seguidamente el señor Eugenio Trejos hace entrega del documento denominado "Ayuda Memoria" correspondiente a la Sesión No. 23-2008 del 19 de agosto del 2008, para lo cual presenta una síntesis de los asuntos tratados en dicha reunión. 
1. Correspondencia
2. Informes del MSc. Eugenio Trejos, Rector,
3. Plan estratégico de Tecnologías de información
4. Feria de Posgrados CONACYT  CONARE
5. Varios 
La señora Sonia Barboza externa que la Comisión de Planificación y Administración envío una nota al señor Bernal Martínez y al señor Ronny Rodríguez, señalándole en qué etapa está el plan de infraestructura y si está incorporada la construcción del Edificio de Educación Continúa y Transferencia Tecnológica, porque no se ve en el plan que  propusieron ni en el plan 2008 o si es que se está manejando otra vez en forma independiente, o si lo que va a llegar al Consejo Institucional es una licitación aunque no se haya aprobado como parte del plan de infraestructura.  Consulta cuál es el manejo que le están dando a eso.
El señor Eugenio Trejos responde que es un proyecto de CONARE y se maneja con cargo a los Fondos del Sistema; sin embargo, por ser una obra de gran magnitud tiene que formar parte del plan de infraestructura, máxime que va a ocupar mucho tiempo y muchos recursos de la Oficina de Ingeniería.
La señora Sonia Barboza consulta si el dinero ingresa a la Caja, le preocupa el procedimiento si es conocido, aprobado, se había quedado que el plan de infraestructura iba a ser aprobado por el Consejo y en el plan de infraestructura no está la obra ni en el Plan 2009. Consulta dónde está incorporada esa obra para ser aprobada.
El señor Eugenio Trejos responde que está dentro de los Fondos del Sistema, viene aparte porque es del Fondo del Sistema y por ende se lleva una contabilidad aparte de todo lo que es Fondo del Sistema y en este viene esa partida y la información de ese proyecto, pero el tratamiento es aparte porque es una donación específica. 
El señor Roberto Gallardo consulta si ya los fondos ingresaron al Instituto Tecnológico de Costa Rica o están en CONARE y si hay que hacer una modificación presupuestaria de CONARE.
El señor Eugenio Trejos informa que los 1.500.000.000 millones son para el presupuesto del año 2009, CONARE lo que está haciendo es adelanto de los 50.000.000 millones que esos sí tienen que ingresar este año en una modificación presupuestaria a efectos de proceder con la contratación de los planos constructivos de esa obra.
El señor Roberto Gallardo consulta que una vez incorporados  en el año 2009 en el presupuesto del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en esa sección del Fondo del Sistema es incorporado a la totalidad del presupuesto institucional, solo que está con un fondo restringido, un fondo específicamente para eso, tiene que venir a este órgano. Manifiesta que le preocupa que se hayan emitido muchos criterios sobre lo que se debe y no se debe hacer en Santa Clara, falta planeamiento claro para definir si los 1.000 millones van a ser suficientes o insuficientes y si los 500.000.000 millones van a ser suficientes o insuficientes dependiendo de lo que se quiera hacer. Hace el planeamiento apropiado para que se diga al final que fueron 500.000.000 o tantos millones para Ciudad Quesada, con la limitación del paso del terreno, no  para la compra porque sería más expedita sino, el traslado de la donación de la Municipalidad, quiere decir que los 500.000.000 sino se lograran en el año 2009 se meterían en el superávit del año 2010 como fondo restringido y se iría arrastrando hasta tanto se dé.
El señor  Eugenio Trejos responde que efectivamente es así como lo plantea el señor Roberto Gallardo y por eso él le había solicitado al Consejo Asesor de la Sede Regional de San Carlos, que les ayudará en la definición exactamente de lo que es ese Centro de Extensión y Transferencia Tecnológica, qué se va hacer allí y lo que se debe ajustar al presupuesto disponible, porque es un monto único no va a haber crecimiento en ese fondo ni va haber una aportación adicional de CONARE. 
La señora Sonia Barboza agrega que eso tiene que estar definido antes de que venga la modificación que se anuncia, para que no pase lo que sucedió con la otra, sin sustento claro y sin plan concreto, al menos ella no votará a favor porque no está bien definido un plan; crear un centro genera costos.  Solicita que antes de la modificación presupuestaria traigan el Plan, qué tipo de programas se van a albergar, para ver qué es lo que se está aprobando.
El señor Eugenio Trejos añade que ya tiene el perfil del proyecto, la idea ha madurado mucho, algunos decían que la totalidad de la inversión debían hacerse en Ciudad Quesada, y otros que en Santa Clara,  otros que era necesario tener una ventana en Ciudad Quesada, se estará trabajando para tener mayor precisión de ese concepto. 
El señor Roberto Gallardo considera que esa fase de planificación es fundamental para cualquier desarrollo en cualquier parte del país, no se puede repartir aventurando, se debe afinar mucho  para no generar expectativa.
El señor Eugenio Trejos comenta ampliamente sobre la negociación y está adjunta toda la información presupuestaria que tiene en estos momentos, para que tengan el panorama completo de todo lo que se está invirtiendo a nivel de las universidades estatales.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
RECESO: De 9:10 a.m. a  9:55 a.m. 
NOTA: El señor Johnny Masís se retira de la Sesión, durante el receso.
NOTA: Se presenta a la Sesión, la señora Rocío Poveda, durante el receso.
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTÍCULO 5.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional.
CAPÍTULO DE PROPUESTAS
ARTÍCULO 6.	Propuestas de miembros del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de los miembros del Consejo Institucional.
ARTÍCULO 7.    Designación de un representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 193, correspondiente al I Semestre 2008, por celebrarse en el Gimnasio del Centro de Formación Deportiva Cultural, el 18 de setiembre del 2008
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Designación de un representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 193, correspondiente al I Semestre 2008, por celebrarse en el Gimnasio del Centro de Formación Deportiva Cultural, el 18 de setiembre del 2008”, elaborada por la Presidencia, adjunta a la carpeta de esta acta.
Se postula a la señora Rosaura Brenes para que forme parte de la mesa principal en el acto de graduación.
Se somete a votación pública la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 9 votos a favor, 0 en contra.  
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió memorando VIESA-610-2008, con fecha 19 de agosto del 2008, suscrito por la Licda. Ligia Rivas, Vicerrectora de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita nombrar a una persona como representante del Consejo Institucional, para que forme parte de la mesa principal del Acto de Graduación No. 193, correspondiente al I Semestre del 2008, por celebrarse en el Gimnasio del Centro de Formación Deportiva Cultural, el 18 de setiembre del 2008, a partir de las 6:00 p.m.  
ACUERDA:
a. Designar a la Máster Rosaura Brenes Solano, como representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 193, correspondiente al I Semestre 2008, por celebrarse en el Gimnasio del Centro de Formación Deportiva Cultural, el 18 de setiembre del 2008, a partir de las 6:00 p.m.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
ARTÍCULO 8.   Designación de un representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 194,  por celebrarse en el Gimnasio de la Sede Regional San Carlos, el 24 de octubre del 2008
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Designación de un representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 194,  por celebrarse en el Gimnasio de la Sede Regional San Carlos, el 24 de octubre del 2008”, elaborada por la Presidencia, adjunta a la carpeta de esta acta.
NOTA: Se reincorpora a la Sesión, el señor Johnny Masís, a las 10:00 a.m.
Se postula a la señora Sonia Barboza, para que forme parte de la mesa principal del acto de graduación. 
Se somete a votación la propuesta pública y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió memorando DEVESA-563-2008, con fecha 21 de agosto del 2008, suscrito por la MSc. Yolanda Serrano, Directora del Departamento de Vida Estudiantil, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita nombrar a una persona como representante del Consejo Institucional, para que forme parte de la mesa principal del Acto de Graduación No. 194, por realizarse el viernes 24 de octubre del 2008, en el Gimnasio de la Sede Regional San Carlos, a partir de las 3:30 p.m.  
ACUERDA:
a. Designar a la Máster Sonia Barboza Flores, como representante del Consejo Institucional en la mesa principal del Acto de Graduación No. 194,  por celebrarse en el Gimnasio de la Sede Regional San Carlos, el 24 de octubre del 2008, a partir de las 3:30 p.m.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
ARTÍCULO 9. Declaratoria de interés institucional al evento del Taller Centroamericano de Cooperación, por celebrarse en  la Sala de Conferencias de la Biblioteca, Campus Cartago, durante los días 17 y 18 del 2008
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Declaratoria de interés institucional al evento del Taller Centroamericano de Cooperación, por celebrarse en  la Sala de Conferencias de la Biblioteca, Campus Cartago, durante los días 17 y 18 del 2008”, elaborada por la Presidencia, adjunta a la carpeta de esta acta.
La señora Sonia Barboza consulta qué pasó con el protocolo que se solicitó para este tipo de declaratorias, porque le parece que van a seguir en lo mismo, trayendo cosas sin saber cuáles serán los parámetros de este Consejo Institucional para realizar estas declaratorias, insiste que debe haber criterios claramente definidos para declarar de interés institucional o no.
El señor Eugenio Trejos comunica que  no se ha destinado a nadie pero que lo va a hacer para presentar una propuesta en una próxima sesión.
El señor Diógenes Álvarez consulta si estas actividades comprometen recursos.
El señor Eugenio Trejos responde que la mayoría no solicita presupuesto y si lo hace generalmente lo asume Rectoría, como usualmente son actividades de protocolo. Comunica que lo encargará a alguien para que redacte  el protocolo y que la propuesta se presente en la próxima semana. 
La señora Sonia Barboza manifiesta que debe venir con algunos criterios mínimos de referencias para la toma de decisiones.
El señor Isidro Álvarez expresa que mucho de lo que se persigue cuando se declare interés institucional  algún evento, es facilitarle a las instancias para  que puedan aportar recursos en su organización.
La señora Sonia Barboza externa su interés en saber cuánta gente va a participar de la Institución, en este Taller de Cooperación comparado con el resto y cómo andan las proporciones.
La señora Bertalía Sánchez da lectura al programa.
El señor Eugenio Trejos externa que esta es una actividad a la que la Dirección de Cooperación le ha puesto mucho empeño y había iniciado con todas las gestiones, incluso de financiamiento en este año y por la envergadura de la actividad después decidieron que sería importante que se declara de interés institucional.
El señor Diógenes Álvarez considera que es importante que el tema se vincule y la declaración de interés institucional parece que es el medio para poder realizarlo también, puesto que el Instituto Tecnológico de Costa Rica es el  organizador del evento.  Resalta que nota que la solicitud es extemporánea, cuando se quiere realizar un evento a través de una declaración, se usa como medio inclusive publicitario, le parece que ya ha habido publicidad en la cual no han declarado el evento de interés institucional como tal.
El señor Eugenio Trejos responde que es una actividad exclusivamente del Tecnológico y faltan los tirajes de los materiales finales, que es donde aparece la declaratoria hecha y se han estado enviando por correo.
El señor Diógenes Álvarez insiste que es importante llamar la atención la falta de protocolo se tiene por conciencia sobre todo que es internamente pero si llama la atención de que un evento de tanta envergadura tuvo que haber tenido una organización desde hace rato y debió ser considerado también de que se declara de interés institucional.
El señor Eugenio Trejos agrega que eso sería un elemento importante poner en los protocolos, con cuanta antelación debe ser solicitado una actividad que sea declarada de interés institucional.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 26 de agosto del 2008, recibió oficio DC-678-2008, suscrito por la MBA. Marisela Bonilla, Directora de Cooperación, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita declarar de interés institucional al evento del Taller Centroamericano de Cooperación, el cual es organizado por la Dirección de Cooperación.  Asimismo, adjunta la agenda preliminar del Taller.
2. La actividad pretende conocer las nuevas tendencias mundiales en la materia, el acceso a recursos para el financiamiento de acciones de cooperación internacional e internacionalización así como la identificación de estrategias regionales de desarrollo, que permitan optimizar los recursos e impulsar la articulación de programas y proyectos. 
3. El evento se realizará lo días 17 y 18 de setiembre del año en curso, en la Sala de Conferencias de la Biblioteca “José Figueres Ferrer” y contará con la participación de conferencistas de alto reconocimiento a nivel internacional, así como funcionarios de Universidades, Ministerios y  Embajadas de los países Centroamericanos.
ACUERDA:
a. Declarar de interés institucional el “Taller Centroamericano de Cooperación”, por celebrarse en  la Sala de Conferencias de la Biblioteca, Campus Cartago, durante los días 17 y 18 de setiembre del 2008.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
CAPÍTULO ASUNTOS DE FONDO
ARTÍCULO 10.	Revisión de  Propuesta de las  “Políticas Generales 2009”
Los miembros de este órgano manifiestan sus observaciones a cada uno de los objetivos estratégicos, como se demuestra a continuación: 
	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS
	

	Usuarios
	1.1 Desarrollar programas académicos de excelencia, ampliando las posibilidades de acceso de la población, procurando la acreditación de sus programas académicos formales y, la inserción exitosa de sus graduados en el mercado laboral.
	1.1.1. Lograr en un plazo de 10 años la acreditación de todos los programas académicos de grado.






1.1.2. Lograr que, al menos, el 80% de los egresados se posicionen como profesionales de alta calidad en el mercado laboral.



1.1.3. Lograr que la oferta académica se ubique en los ejes del conocimiento de mayor impacto tecnológico.


1.1.4. Ampliar la cobertura en los programas académicos llegando a usuarios que por razones de horario, tipo de programas y metodologías de enseñanza no ingresan a la Institución.

1.1.5. Lograr que las carreras se relacionen estrechamente con el sector productivo.

	1.1.1 No es viable en este plazo cumplir
Es necesario establecer una diferenciación entre las nuevas carreras y carreras consolidadas
Tomar en consideración los plazos que establecen los entes de acreditación nacionales y extranjeros

1.1.2 Sugerir cambiar la palabra graduados por egresados
Que sean percibidos por los empleadores como profesionales de alta calidad
Agregar que la inserción exitosa tiene que ver con la inserción laboral

1.1.3 PPlantear la necesidad de que sea un porcentaje o su totalidad de las actuales carreras, o las nuevas ofertas académicas


1.1.4 PProponer un plazo para su cumplimiento 
Cobertura, horarios o distintas modalidades









1.1.5 QQue las carreras tengan una mayor vinculación con el sector productivo, en vez de que se relacionen


1.1.6  Incorporar un nuevo objetivo estratégico relacionado con que el graduado maneje el nivel B2 de inglés, de acuerdo con la comunidad europea





	
	
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Financiera
	1.2  Destinar recursos presupuestarios con prioridad a la apertura de nuevas ofertas relacionadas con los ejes del conocimiento
	1.2.1  Lograr el 100% de los recursos financieros necesarios para la acreditación de los programas académicos.

1.2.2  Lograr satisfacer el 60% de los recursos financieros necesarios para mantener la capacidad de operación que lleve a la excelencia académica.

1.2.3  Asignar el 100% de los recursos necesarios con prioridad hacia las nuevas opciones académicas aprobadas, relacionadas con los ejes del conocimiento.

1.2.4 Asegurar el 100% de los recursos económicos a las unidades que permitan una acertada vinculación con el sector productivo.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Procesos
	1.3 Promover el mejoramiento continuo en todos los procesos académicos que aseguren la excelencia basados en los principios y valores institucionales.
	1.3.1. Asegurar que el proceso de enseñanza aprendizaje sea de excelencia.

1..3.2 Garantizar que el proceso de acompañamiento integral del estudiante durante su programa de estudios sea exitoso.

1.3.3 Habilitar procesos que faciliten mayor cobertura de los programas académicos.

1.3.4 Asegurar que los proyectos académicos contemplen: la seguridad, la dimensión ambiental, la equidad de género, la igualdad de oportunidades y el emprendedurismo, basados en los principios institucionales y la legislación nacional.

1.3.4 Proveer la estructura física necesaria para lograr la excelencia académica.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Crecimiento y Aprendizaje
	1.4  Fomentar en la comunidad institucional el compromiso con la Institución y la motivación para el logro de la excelencia académica, con una perspectiva humanística en todos sus ámbitos, como institución que preserva, desarrolla y promueve la cultura de la humanidad.
	1.4.1  Generar procesos de aprendizaje continuo para los docentes.

1.4.2 Consolidar el estatus de académico, con un perfil humanista inter y trans disciplinarios, con conocimiento del entorno cultural, social, ambiental y económico.



2. Eje temático: INVESTIGACION Y EXTENSION
	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Usuarios
	2.1 Colaborar con la solución de los problemas de la sociedad costarricense por medio de la investigación y la extensión innovadora.
	2.1.1. Responder a las necesidades del sector productivo con una visión integral.

2.1.2. Fortalecer la docencia a través de la investigación y la extensión.

2.1.3. Mejorar la calidad de vida de la sociedad a través de la aplicación y la difusión de las investigaciones generadas en la Institución.

2.1.4. Colaborar con el Estado y sus instituciones por medio de la investigación y la extensión en la mejora de los servicios que proporcionan.

2.1.5. Aportar a la comunidad científica conocimientos derivados de la investigación. 

2.1.6. Contribuir con las necesidades detectadas en los sectores sociales, de acuerdo con el quehacer institucional.

2.1.7. Dirigir la extensión a los sectores prioritarios de acuerdo a los diagnósticos del entorno.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Financiera
	2.2 Satisfacer las necesidades de la investigación y de la extensión del ITCR por medio de la asignación presupuestaria institucional y del fortalecimiento de los procesos de captación de fondos externos
	2.2.1 Lograr gradualmente que el presupuesto asignado a la investigación alcance el 10% del presupuesto total de la Institución.

2.2.2  Lograr gradualmente que el presupuesto asignado a la extensión alcance el 2% del presupuesto total de la Institución.

2.2.3 Fomentar la búsqueda y atracción de fondos externos para la investigación y extensión, para que, al menos, el 60% de los proyectos tengan un aporte mínimo del 20% del total del costo del proyecto.

2.2.4 Fomentar que, al menos, un 10% de los proyectos generen resultados con posibilidades de obtener protección intelectual.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Procesos
	2.3 Flexibilizar los procesos administrativos de tal manera que permitan una mejor disponibilidad de tiempos y recursos asignados a la investigación y a la extensión.
	2.3.1 Procurar la flexibilidad en la gestión de las plazas para la investigación y la extensión, para asegurar la asignación de al menos el 20% de los tiempos completos académicos.

2.3.2 Lograr que los procesos administrativos y académicos de apoyo a la investigación y la extensión sean ágiles y oportunos.

2.3.3 Asegurar la rigurosidad del proceso de evaluación y aprobación de los proyectos de investigación y extensión.

2.3.4 Lograr el mejoramiento continuo de todos los procesos de planificación y administrativos en apoyo a la investigación y la extensión.
2.3.5  Estimular la consolidación de los centros de investigación.

2.3.6 Asegurar que los proyectos de investigación y extensión contemplen: la seguridad, la equidad de género, la igualdad de oportunidades y el emprendedurismo, basados en los principios institucionales y la legislación nacional.

2.3.7 Propiciar procesos efectivos de divulgación de los productos académicos.

2.3.8  Facilitar los procesos de articulación con el sector externo.

2.3.9    Habilitar procesos administrativos que garanticen una respuesta efectiva a las demandas de la sociedad.

2.3.10 Procurar que los proyectos de extensión impacten positivamente el quehacer académico.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Crecimiento y Aprendizaje
	2.4. Incrementar la formación, la formación, capacitación y superación de las y los funcionarios del ITCR en la formulación, el desarrollo y la administración de proyectos de investigación y extensión y la divulgación de sus resultados.
	2.4.1Crear capacidades en la formulación y ejecución de proyectos de investigación y extensión inter y multidisciplinarios.

2.4.2 Generar capacidades en los investigadores y extensionistas para la atracción de recursos económicos.

2.4.3 Desarrollar capacidades para la divulgación de los resultados de la investigación.

2.4.4 Generar capacidades gerenciales orientadas al manejo de centros de investigación y proyectos.

2.4.5   Promover las capacidades de los investigadores y extensionistas en el manejo de la normativa legal y presupuestaria y otros elementos que fortalezcan la eficiencia de la investigación y la extensión.

2.4.6  Crear espacios para el intercambio de experiencias entre investigadores y extensionistas.
2.4.7 Aumentar las competencias del personal académico en la divulgación de los productos de la extensión.

2.4.8  Capacitar al personal académico en la gestión de la vinculación con el sector externo.

2.4.9 Capacitar a los investigadores y extensionistas para que incorporen en los proyectos de extensión los componentes de seguridad, dimensión ambiental, equidad de género, igualdad de oportunidades y emprendedurismo; basados en los principios institucionales y la legislación nacional.


3. Eje temático: ACCION SOCIAL
	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Usuarios
	3.1  Promover la acción social como un mecanismo  para contribuir en la atención de las necesidades del país, según las distintas áreas de trabajo del ITCR
	3.1.1 Lograr que, al menos, el 50% de las actividades de acción social estén dirigidas a sectores de las regiones geográficas en las que se ubican sedes del Instituto.

3.1.2 Lograr que, al menos, el 50% de las actividades de acción social contribuyan a  que grupos de la comunidad nacional aumenten sus capacidades en ciencia, tecnología, cultura o deporte.

3.1.3 Articular los procesos relacionados con las actividades de acción social.



	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Financiera
	3.2  Asignar recursos para la acción social de manera que se logre una mayor proyección institucional en el ámbito sociocultural.
	3.2.1  Lograr gradualmente que el presupuesto asignado con recursos institucionales a la acción social alcance el 1% del presupuesto total de la Institución, en un plazo de 10 años.

3.2.2 Incrementar gradualmente el presupuesto de las actividades de acción social, en un plazo de 10 años, mediante la búsqueda de recursos externos, de manera que se logre al menos un 25% adicional sobre el monto que aporta el Instituto de sus propios recursos. 

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Procesos
	3.3 Flexibilizar los procesos administrativos de manera que permitan una mejor disponibilidad de tiempos y recursos asignados a las actividades de acción social.
	3.3.1   Crear capacidades en los funcionarios académicos en la formulación y ejecución de proyectos de acción social inter y multidisciplinarios.
	
3.3.2   Asegurar la rigurosidad del proceso de evaluación y aprobación de los proyectos de acción social.

3.3..3 Asegurar que los proyectos de acción social contemplen: la seguridad, la equidad de género, la igualdad de oportunidades y el emprendedurismo; basados en los principios institucionales y la legislación nacional.

3.3.4    Lograr que los proyectos de acción social impacten positivamente el quehacer académico.

3.3.5   Capacitar al personal de apoyo a la academia para crear capacidades en materia de acción social.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Crecimiento y Aprendizaje
	3.4.  Incrementar la formación, capacitación y superación de las y los funcionarios del ITCR  en la formulación, el desarrollo y la administración de proyectos y actividades de acción social.
	3.4.1 Dar a las actividades culturales y deportivas una perspectiva de acción social.

3.4.2 Crear capacidades en la formulación y ejecución de proyectos de acción social inter y multidisciplinarios.

3.4.3 Crear espacios para el intercambio de experiencias entre académicos en el campo de la acción social.

3.4.4 Aumentar las competencias del personal académico en el desarrollo de proyectos de acción social.

3.4.5 Capacitar a los académicos para que incorporen en los proyectos de acción social los componentes de seguridad, dimensión ambiental, equidad de género, igualdad de oportunidades y emprendedurismo, basados en los principios institucionales y la legislación nacional.


4. Eje temático: PRESTACION DE SERVICIOS
	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Usuarios
	4.1 Concebir la prestación de servicios a terceros como una fuente adicional de financiamiento y como una forma de vinculación con la sociedad.
	4.1.1 Ofrecer servicios relacionados con las distintas áreas del conocimiento, según las necesidades de los sectores productivos nacionales e internacionales.

4.1.2  Ser percibidos por los sectores productivos y la sociedad como una Institución de educación superior que a través de sus servicios contribuye a la solución de problemas con agilidad, calidad y a costos accesibles.

4.1.3 Establecer alianzas estratégicas con otras instituciones y entidades que sirvan para completar capacidades que permitan desarrollar los productos y servicios propios. 

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Financiera
	4.2  Favorecer la prestación de servicios como una forma complementaria de financiamiento.  
	4.2.1 Lograr que gradualmente la venta de servicios contribuya al presupuesto institucional en, al menos, un 5%, en el plazo de 10 años.

4.2.2 Incrementar el financiamiento de las Escuelas o Departamentos a través de la venta de servicios a terceros.

		PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Procesos
	4.3 Promover que los procesos administrativos internos relacionados con la prestación de servicios se desarrollen con oportunidad y calidad.
	4.3.1. Fortalecer el quehacer académico mediante el desarrollo de proyectos y actividades de prestación de servicios, previendo la participación de estudiantes en lo posible.

4.3.2. Asegurar el establecimiento de procesos que garanticen la eficiencia y eficacia en gestión de la prestación de servicios.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Crecimiento
y
Aprendizaje
	4.4 Incrementar la formación, la capacitación y la superación de las y los funcionarios de apoyo a la academia en procura de que el Instituto desempeñe sus funciones con excelencia.
	4.4.1 Capacitar al personal encargado de la prestación de servicios para detectar oportunidades e incorporarlas en la oferta de servicios.

4.4.2 Generar capacidades en la formulación y manejo de los proyectos de prestación de servicios.

4.4.3 Capacitar al personal de prestación de servicios para que incorporen en los proyectos, según las posibilidades, los componentes de seguridad, dimensión ambiental, equidad de género, igualdad de oportunidades y emprendedurismo; basados en los principios institucionales y la legislación nacional.


5. Eje temático: AMBIENTE
	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Usuarios
	5.1 Formar profesionales que posean conciencia y responsabilidad ambiental.
	5.1.1 Lograr, en un plazo de 5 años, que todos los programas académicos de grado, incluyan la dimensión ambiental.

5.1.2 Lograr que el 100% de las y los estudiantes que ingresan al ITCR conozcan las políticas ambientales de la Institución.

5.1.3 Incorporar al menos 10 estudiantes de grado adicionales cada año a los programas ambientales del ITCR.

5.1.4 Involucrar al menos a 10 estudiantes de grado en los programas nacionales e interinstitucionales para la protección del ambiente.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Financiera
	5.2 Destinar recursos económicos para que las actividades institucionales se realicen procurando prevenir y minimizar el impacto negativo sobre el ambiente.
	5.2.1 Incluir en los presupuestos de las dependencias del ITCR, recursos para atender el cumplimiento de las políticas ambientales de la Institución.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Procesos
	5.3  Planificar y ejecutar las  actividades institucionales de manera que se procure minimizar y prevenir el impacto negativo sobre el ambiente, así como el cumplimiento de la legislación en materia ambiental. 
	5.3.1  Aplicar el procedimiento de identificación de aspectos e impactos ambientales significativos cada 3 años o cuando se inicien actividades nuevas que así lo requieran.

5.3.2  Establecer, en un plazo de 3 años, un Sistema de Gestión Ambiental en las sedes del Instituto.

5.3.3 Lograr la reducción del consumo de energía en un 10% y en el de agua en un 15%, en un plazo de 2 años.

5.3.4 Lograr, en un plazo de tres años, la reducción en el consumo de insumos de oficina en un 15%.

	PERSPECTIVA
	POLITICA GENERAL
	OBJETIVOS ESTRATEGICOS

	Crecimiento
y
Aprendizaje
	5.4  Promover la formación,  capacitación y superación de las y los funcionarios del ITCR  en materia ambiental.
	5.4.1 Lograr, en un periodo de 3 años, que el 100% de las y los funcionarios conozcan la política ambiental del ITCR y sus responsabilidades dentro del Sistema de Gestión Ambiental.



El señor Eugenio Trejos comunica que por problemas de tiempo es preferible  destinar una sesión extraordinaria para hacer las observaciones, pues ya llevan una hora en este proceso y es poco el avance.
El señor Roberto Gallardo recomienda que como ya se sabe como trabajarlo, sería bueno enviarle observaciones a la señora Bertalía Sánchez, ella integraría las observaciones y sería más fácil para que este Consejo pueda avalarlas y convocar a una sesión de trabajo para la próxima semana para concluirlo.
El señor Eugenio Trejos le da la razón al señor Roberto Gallardo y sugiere que se haga de ese modo, por lo que se convoca a una sesión de trabajo  para el lunes 1 de setiembre a las 8:00 a.m., para que continúen con revisión ya que las observaciones tienen que estar  listas a más tardar el jueves 4 de setiembre, para que sean remitidas a la AIR.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
ARTÍCULO 11.	Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley “Utilización del Software Libre en las Instituciones del Estado”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.912  
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Declaratoria de interés institucional al evento del Taller Centroamericano de Cooperación, por celebrarse en  la Sala de Conferencias de la Biblioteca, Campus Cartago, durante los días 17 y 18 del 2008”, elaborada por la Presidencia, la cual dice:
RESULTANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional con fecha 22 de julio del 2008, recibió Boleta de la Rectoría, en la cual se adjunta oficio sin referencia, remitido por la Comisión Especial Dictaminadora de la Ciencia, Tecnología e Innovación de la Asamblea Legislativa, en la cual se dispuso solicitar el criterio de esta Institución sobre el Proyecto de Ley “Utilización del Software Libre en las Instituciones del Estado”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.912.
2. Mediante el oficio SCI-479-2008, del 08 de agosto del 2008, se remite el oficio supra citado, al Dr. Jaime Solano, Director de la Escuela de Ingeniería en Cómputo y a la Ingra. Vera Gamboa, Coordinadora del Bachillerato en Ingeniería en Computación de la Sede Regional San Carlos, con el objetivo de que analizaran el Proyecto y emitieran criterio técnico.
3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 26 de agosto del 2008, recibió el pronunciamiento de la Carrera de Computación de la Sede Regional San Carlos, sobre el Proyecto en consulta, elaborado por el Ing. Edgardo Vargas, Profesor de esa Carrera, en el cual remite el pronunciamiento del mismo.
CONSIDERANDO QUE:
1. El tema del software libre tiene más que ver con la libertad de las personas que con el tema técnico de cuál es el software adecuado para una tarea particular.
2. El software y la capacidad de usarlo por parte de las personas es cada vez más importante para la nueva sociedad del siglo XXI, pues esta se basa en las estructuras de redes informáticas y el conocimiento.
3. En la Declaración Universal de los Derechos Humanos, Artículo 27 se dice: 
“a. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten.”
4. Es evidente que el software es producto del progreso científico y que usarlo confiere beneficios tanto materiales como espirituales, pues permite acceder a la vida cultural de la comunidad y más ahora cuando este concepto cubre a la globalidad del planeta y no solo a la comunidad geográficamente cercana.
5. Toda restricción a este derecho debería considerarse perjudicial, sin embargo en la Declaración Universal de los Derechos Humanos se tuvo el cuidado de guardar como un derecho del mismo nivel al anterior, el derecho de la persona “a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora”. (Artículo 27)
6. El derecho a la protección de los intereses morales y materiales señalados en el punto anterior implica que los Estado debe promulgar leyes de propiedad intelectual para custodiarlo. 
7. El concepto de propiedad intelectual tuvo su origen durante la promulgación de la Constitución Política de EEUU, pero la misma se entendía sobre el contexto de las palabras de Thomas Jefferson, quien alguna vez dijo: “si la naturaleza ha creado alguna cosa menos susceptible que las demás de ser objeto de propiedad exclusiva, esa es la acción del poder del pensamiento que llamamos idea, algo que un individuo puede poseer de manera exclusiva mientras la mantenga guardada. Sin embargo, en el momento en que se divulga, se fuerza a si misma a convertirse en posesión de todos, y su receptor no puede desposeerse de ella. Su peculiar carácter es también tal, que nadie posee menos de ellas porque otros posean el todo. Aquel que recibe una idea mía, recibe instrucción sin mermar la mía, del mismo modo que quien disfruta de mi vela encendida recibe luz sin que yo reciba menos. El hecho de que las ideas se puedan difundir libremente de unos a otros por todo el globo, para moral y mutua instrucción de las personas y para la mejora de su condición, parece haber sido concebido de manera peculiar y benevolente por la naturaleza, cuando las hizo, como el fuego, susceptibles de expandirse por todo el espacio, sin ver reducida su densidad en ningún momento y como el aire en el que respiramos, nos movemos y se desarrolla nuestro ser físico, incapaz de ser confinadas o poseídas de forma exclusiva. Las invenciones, pues, no pueden ser, por naturaleza, sujetas a propiedad”.
8. La principal justificación para crear un derecho que limita la libertad de gozar y participar de los beneficios que resultan de la ciencia y el arte, es que esa restricción se minimizaría gracias a que se incentivaría la producción de nuevas ideas científicas, tecnológicas y nuevas formas artísticas.
9. El software es considerado como equivalente a una producción literaria y por eso se ha protegido por medio de la normativa de derechos de autor y no por medio de patentes.
10. El software libre no es una categoría técnica, es más bien una cualidad que tiene que ver con el concepto de derechos de autor y que se protege con una licencia que contempla cláusulas que además de proteger los intereses de los autores, confieren la libertad de usar el programa con cualquier propósito, de estudiar como funciona y adaptarlo a las necesidades específicas, de distribuir copias para ayudar a los miembros de la comunidad y de mejorarlo y dar a conocer esas mejoras, de modo que toda la comunidad se beneficie de ellas. Para que todo esto sea posible el código fuente debe ser público.
11. Cualquier software independientemente de quién lo hizo o de donde sea publicado puede ser protegido con una licencia que contemple las cláusulas necesarias para que el mismo sea considerado software libre, de manera tal que si el software el propietario o libre es una decisión de los autores exclusivamente.
12. La industria del software que publica sus programas con licencias de software libre ha crecido igual o hasta más rápido que la industria del software propietario. Incluso muchas de estas industrias ha adoptado parcial o totalmente la modalidad de licenciar bajo el concepto de software libre, tal y como ha sucedido como empresas como la Sun Microsystem que licenció su suite de oficina como software libre y lo ofrece con el nombre de Open Office. Otro ejemplo es el Firefox que es un navegador de Internet que surge con base en el código fuente liberado por Netscape.
13. Las condiciones del software libre propician un mayor desarrollo de esta industria porque: 
a. Al estar el código fuente disponible, cualquier técnico con suficiente nivel, puede verificar, estudiándolo, que el programa realmente funciona según lo que se espera. Esto es una condición análoga a la de los conocimientos científicos, los cuales se publican y los expertos validan, probándolos de nuevo en sus propios laboratorios. En su lugar un software propietario no puede ser evaluado por terceros y se debe asumir una condición de fe sobre que su funcionamiento es correcto.
b. Al ser el software un producto intelectual le sucede igual que al conocimiento, mientras más personas lo conozcan, hay más posibilidades de mejorarlo o de que alguien logre nuevas creaciones, sustentado en este. 
c. Al estar el código fuente disponible se da que hay una mayor cantidad de personas que pueden desarrollar niveles técnicos altos, de manera que no solo hay unos pocos proveedores que pueden asumir la labor de dar soporte y mantenimiento, como si sucede con el software propietario.
14. Producto de lo expuesto en el punto anterior, el día de hoy existe tanto software libre como para encontrar programas equivalente para todas las necesidades y por tanto no existe ninguna restricción para que el Estado adopte dicho software y más bien con esto promueva su producción. De hecho la condición de neutralidad tecnológica no se incumple si se solicita software libre, dado que esto no es una condición técnica y más bien es una condición que decide el autor del software según su libre albedrío.
15. Para el Estado es de suma importancia que el software no funciones como una caja negra, en primer término por razones de seguridad nacional .Por ejemplo un software que vigile el ingreso al País de personas no deseables debe ser libre para que los técnicos de la entidad encargada de la labor migratoria puedan certificar que el mismo desempeña las funciones correctamente. En otras palabras que el software no pueda tener alteraciones desconocidas que propicien ciertas evasiones que permitan el ingreso de personas no deseables. Con software propietario esto no es posible. 
16. La seguridad jurídica del Estado también se mejoraría sustancialmente si el funcionamiento de los sistemas de información se basa en software libre y más que muchas disposiciones legales se están implementando y ejecutando por medio de estos sistemas. Caso especialmente importante es el de los sistemas que se pueden utilizar para realizar elecciones electrónicas. Si el software que se utiliza no es libre y el código fuente no se conoce, podrían darse alteraciones que produzcan funcionamientos incorrectos de tal forma que haya personas que no puedan votar porque simplemente no aparecen en el padrón el día de la votación, esto a pesar de que sus datos fueran oportuna y bien alimentados o que el conteo de votos sea alterado a pesar de que parte del código fuente del sistema se conozca, pues puede ser que se conozca el código de propiamente de la aplicación, pero que a la vez se use un manejador de bases de datos propietaria y que sea en este software específicamente donde se den las alteraciones, ya que para los técnicos sería imposible conocerlo.
17. El Estado debe garantizarse que los formatos de los ficheros de información que utiliza sean protegidos bajo licencias de software libre. Si la información es contenida en formatos propietarios puede pasar que el propietario del formato cambie la licencia e imponga restricciones o encarezca su uso. Pero además al ser los formatos propietarios se a una mayor dependencia y por tanto vulnerabilidad si ese proveedor fuera sacado del mercado. Por eso lo más recomendable es que los formatos que use el gobierno se basen en el Formato de Documento Abierto para Aplicaciones Ofimáticas de OASIS (en inglés, OASIS Open Document Format for Office Applications), también referido como OpenDocument u ODF. Se debe indicar también que el que un software use o no este sistema de ficheros es una decisión del productor del programa, así si un procesador de texto no puede trabajar con estos formatos no es por una limitación técnica ni legal, sería básicamente porque los proveedores del software no han implementado esta funcionalidad. De hecho la comunidad del software libre ha desarrollado programas que se adhieren a los procesadores más utilizados para que estos puedan trabajar con ficheros ODF a pesar de que los desarrolladores de ese procesador no se lo hayan implementado. 
18. Mucho software libre es gratuito y dado que existen distribuciones (conjuntos de programas que reúne software que va desde el sistema operativo hasta el de oficina), con esta característica adicional, las entidades pueden mejorar sus finanzas dado que no es necesario hacer erogaciones para adquirirlo.
19. Se concluye que con el proyecto se propiciaría un mayor desarrollo del Estado, así como mejoraría la capacidad del mismo de tener una mayor seguridad nacional y jurídica. 
20. Un caso especial de software libre lo es el formato de los ficheros, en particular los que sirven para almacenar información de oficina. Los formatos de ficheros libres le garantizan al Estado poder utilizar su información porque nadie puede condicionar su lectura o edición aprovechándose de alguna cláusula legal que se imponga en el futuro, de manera que es de suma importancia que dichos formatos se definan como los formatos oficiales para proteger la información y garantizar que la misma se mantenga pública. 
21. Se debe mencionar que a mediano y largo plazo se lograría un gran ahorro de recursos puesto que la mayoría de las licencias de software libre son gratuitas y más cuando se trata de software de oficina porque existe software libre gratuito de mucha calidad que cubre todas las necesidades de este ámbito de trabajo. 
SE PROPONE:
a. Apoyar en todos sus extremos del Proyecto de Ley “Utilización del Software Libre en las Instituciones del Estado”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.912.
El señor Isidro Álvarez consulta si se recibió respuesta del Director de la Escuela de Ingeniería en Computación.
La señora Bertalía Sánchez responde que no se recibió respuesta del señor Solano y que ya sería extemporánea.
La señora Sonia Barboza propone hacer un evento interno abierto sobre el software libre y que vengan expertos a la comunidad.  Sugiere  que este Consejo lo organice con el señor Edgardo Vargas de Computación y con gente de afuera para evacuar las incógnitas que se tienen.
El señor Johnny Masís interviene diciendo que es contraproducente con lo que se hace, porque por otro lado se dedican 100.000.000 (cien millones de colones) presupuestarios en comprar sistemas que no se necesitan.
El señor Luis Fernando González agrega que el problema es con la cotidianidad, la gente está acostumbrada a un tipo de software y no se adaptan al cambio y dado a esto las empresas tienen que comprar licencias más caras o programas que hacen lo mismo que tenían pero la empresa tiene que comprarla para dar ese apoyo a los empleados.
El señor Carlos Badilla agrega que internamente hay un conflicto dentro de la Institución en el Centro de Cómputo y hay división entre los funcionarios, nada más que la división más popular está a favor de que se compre el software y que se invierta un montón de dinero en las licencias y mientras sea la posición, va ser muy difícil cambiarlo pero la posición contraria a esas que se utilizará software libre, se ahorraría una gran cantidad de dinero que se paga en licencias y podría destinarlo a la compra de otro.


El señor Johnny Masís externa su preocupación la seguridad eventualmente sí existe solidez en este tipo de software y además, sencillamente en este considerando por un lado dice que sí y por otro lado se hace lo contrario.
La señora Sonia Barboza insiste que independientemente del pronunciamiento  sobre el proyecto de Ley, se debería organizar un evento interno sobre el software libre, para evacuar todas esas dudas existentes y que vengan expertos a hablar del asunto y  hagan demostraciones abiertas a la comunidad.
El señor Luis Fernando González comunica que con respecto a eso la Asociación de Cartago ha traído bastantes expositores de lo que es el crisol, que es la comunidad de software libre a nivel latinoamericano, cada año lo están haciendo se puede hablar con ellos para ver si pueden organizar uno próximamente para expongan esto.
El señor Roberto Gallardo considera que el Consejo debe canalizarla hacia afuera a futuro para llegar a una solución a corto plazo.  Resalta que es una decisión que se debe tomar.  Sugiere que el Consejo no debe  convertirse en el chico malo de la toma de decisión y todo lo institucional se transfiere a este sistema.
El señor Carlos Badilla expresa que está de acuerdo con el señor Roberto Gallardo y agrega que en el mismo Instituto Tecnológico de Costa Rica en Cartago, existe una controversia terrible, algunos consideran que esto es un asunto de poder y en esto se va una millonada; este es un asunto estratégico y debe haber una decisión de alto calibre.
El señor Eugenio Trejos agrega que algunos en el Consejo de  Rectoría opinan por el Software libre es bueno y otros piensan diametralmente lo contrario.  Considera que es necesario debatir el tema y discutir la puesta institucional y del país.
El señor Carlos Badilla agrega que una cosa es la seguridad y otra es la aplicación.  Insiste en que el problema no es del  sistema sino cultural.
El señor Diógenes Álvarez considera recomendable en cuanto a que hay una parte donde se mencionan marcas, se mencionan empresas, no sabe si es recomendable que se mencione eso.
El señor Eugenio Trejos afirma que es mejor eliminar las referencias a los nombres de empresas.
El señor Isidro Álvarez agrega que si el Consejo Institucional se pronuncia a favor de este proyecto, adquiere principal relevancia la decisión que propone el señor Roberto Gallardo y le parece que hay que actuar en  consecuencia para que exista congruencia. 
El señor Eugenio Trejos está de acuerdo con lo dicho con el señor Isidro Álvarez.
La señora Sonia Barboza comunica que la Comisión de Planificación y Administración asume la coordinación de la actividad sobre software libre.
El señor Johnny Masís externa su preocupación con respecto a que la administración tiene en este momento  la presupuestación que ya se dio de más o menos un monto de cien millones de colones para la adquisición de sistemas administrativos.
El señor Eugenio Trejos añade que sin duda alguna la discusión no va hacer prontamente acabada y ya se han tenido discusiones en este tipo de Consejo de Rectoría y se sabe que hay gradualidad y hay algún software que no existe en el software libre y que no se puede prescindir de ellos en el corto plazo, o algunos que son embrionarios en su desarrollo que los propietarios.  Habría que hacer un plan de transición si la Institución eventualmente llega a tomar una decisión de esa magnitud.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
RESULTANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional con fecha 22 de julio del 2008, recibió Boleta de la Rectoría, en la cual se adjunta oficio sin referencia, remitido por la Comisión Especial Dictaminadora de la Ciencia, Tecnología e Innovación de la Asamblea Legislativa, en la cual se dispuso solicitar el criterio de esta Institución sobre el Proyecto de Ley “Utilización del Software Libre en las Instituciones del Estado”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16.912.
2. Mediante el oficio SCI-479-2008, del 08 de agosto del 2008, se remite el oficio supra citado, al Dr. Jaime Solano, Director de la Escuela de Ingeniería en Computación y a la Ingra. Vera Gamboa, Coordinadora del Bachillerato en Ingeniería en Computación de la Sede Regional San Carlos, con el objetivo de que analizaran el Proyecto y emitieran criterio técnico.
3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 26 de agosto del 2008, recibió el pronunciamiento de la Carrera de Computación de la Sede Regional San Carlos, sobre el Proyecto en consulta, elaborado por el Ing. Edgardo Vargas, Profesor de esa Carrera, en el cual remite el pronunciamiento del mismo.
CONSIDERANDO QUE:
1. El tema del software libre tiene más que ver con la libertad de las personas que con el tema técnico de cuál es el software adecuado para una tarea particular.
2. El software y la capacidad de usarlo por parte de las personas es cada vez más importante para la nueva sociedad del siglo XXI, pues esta se basa en las estructuras de redes informáticas y el conocimiento.
3. En la Declaración Universal de los Derechos Humanos, Artículo 27 se dice: 
“a. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten.”
4. Es evidente que el software es producto del progreso científico y que usarlo confiere beneficios tanto materiales como espirituales, pues permite acceder a la vida cultural de la comunidad y más ahora cuando este concepto cubre a la globalidad del planeta y no solo a la comunidad geográficamente cercana.
5. Toda restricción a este derecho debería considerarse perjudicial, sin embargo en la Declaración Universal de los Derechos Humanos se tuvo el cuidado de establecer el derecho del mismo nivel al anterior, el derecho de la persona “a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora”. (Artículo 27)
6. El derecho a la protección de los intereses morales y materiales señalado en el punto anterior implica que el Estado debe promulgar leyes de propiedad intelectual para custodiarlo. 
7. El concepto de propiedad intelectual tuvo su origen durante la promulgación de la Constitución Política de EEUU, pero la misma se entendía sobre el contexto de las palabras de Thomas Jefferson, quien alguna vez dijo:  “si la naturaleza ha creado alguna cosa menos susceptible que las demás de ser objeto de propiedad exclusiva, esa es la acción del poder del pensamiento que llamamos idea, algo que un individuo puede poseer de manera exclusiva mientras la mantenga guardada. Sin embargo, en el momento en que se divulga, se fuerza a si misma a convertirse en posesión de todos, y su receptor no puede desposeerse de ella. Su peculiar carácter es también tal, que nadie posee menos de ellas porque otros posean el todo. Aquel que recibe una idea mía, recibe instrucción sin mermar la mía, del mismo modo que quien disfruta de mi vela encendida recibe luz sin que yo reciba menos. El hecho de que las ideas se puedan difundir libremente de unos a otros por todo el globo, para moral y mutua instrucción de las personas y para la mejora de su condición, parece haber sido concebido de manera peculiar y benevolente por la naturaleza, cuando las hizo, como el fuego, susceptibles de expandirse por todo el espacio, sin ver reducida su densidad en ningún momento y como el aire en el que respiramos, nos movemos y se desarrolla nuestro ser físico, incapaz de ser confinadas o poseídas de forma exclusiva. Las invenciones, pues, no pueden ser, por naturaleza, sujetas a propiedad”.
8. La principal justificación para crear un derecho que limita la libertad de gozar y participar de los beneficios que resultan de la ciencia y el arte, es que esa restricción se minimizaría gracias a que se incentivaría la producción de nuevas ideas científicas, tecnológicas y nuevas formas artísticas.
9. El software es considerado como equivalente a una producción literaria y por eso se ha protegido por medio de la normativa de derechos de autor y no por medio de patentes.
10. El software libre no es una categoría técnica, es más bien una cualidad que tiene que ver con el concepto de derechos de autor y que se protege con una licencia que contempla cláusulas que además de proteger los intereses de los autores, confieren la libertad de usar el programa con cualquier propósito, de estudiar cómo funciona y adaptarlo a las necesidades específicas, de distribuir copias para ayudar a los miembros de la comunidad y de mejorarlo y dar a conocer esas mejoras, de modo que toda la comunidad se beneficie de ellas. Para que todo esto sea posible el código fuente debe ser público.
11. Cualquier software independientemente de quién lo hizo o de dónde sea publicado puede ser protegido con una licencia que contemple las cláusulas necesarias para que el mismo sea considerado software libre, de manera tal que si el software es propietario o libre es una decisión de los autores exclusivamente.
12. La industria del software que publica sus programas con licencias de software libre ha crecido igual o hasta más rápido que la industria del software propietario. Incluso muchas de estas industrias han adoptado parcial o totalmente la modalidad de licenciar bajo el concepto de software libre, tal y como ha sucedido como empresas como la Sun Microsystem que licenció su suite de oficina como software libre y lo ofrece con el nombre de Open Office. Otro ejemplo es el Firefox que es un navegador de Internet que surge con base en el código fuente liberado por Netscape.
13. Las condiciones del software libre propician un mayor desarrollo de esta industria porque: 
i. Al estar el código fuente disponible, cualquier técnico con suficiente nivel, puede verificar, estudiándolo, que el programa realmente funciona según lo que se espera. Esto es una condición análoga a la de los conocimientos científicos, los cuales se publican y los expertos validan, probándolos de nuevo en sus propios laboratorios. En su lugar un software propietario no puede ser evaluado por terceros y se debe asumir una condición de fe respecto a que su funcionamiento es correcto.
ii. Al ser el software un producto intelectual le sucede igual que al conocimiento, mientras más personas lo conozcan, hay más posibilidades de mejorarlo o de que alguien logre nuevas creaciones, sustentado en este. 
iii. Al estar el código fuente disponible se da que hay una mayor cantidad de personas que pueden desarrollar niveles técnicos altos, de manera que no solo hay unos pocos proveedores que pueden asumir la labor de dar soporte y mantenimiento, como si sucede con el software propietario.
14. Producto de lo expuesto en el punto anterior, el día de hoy existe tanto software libre como para encontrar programas equivalente para todas las necesidades y por tanto no existe ninguna restricción para que el Estado adopte dicho software y más bien con esto promueva su producción. De hecho la condición de neutralidad tecnológica no se incumple si se solicita software libre, dado que esto no es una condición técnica y más bien es una condición que decide el autor del software según su libre albedrío.
15. Para el Estado es de suma importancia que el software no funcione como una caja negra, por razones de seguridad nacional.  Por ejemplo un software que vigile el ingreso al país de personas no deseables debe ser libre para que los técnicos de la entidad encargada de la labor migratoria puedan certificar que el mismo desempeña las funciones correctamente. En otras palabras que el software no pueda tener alteraciones desconocidas que propicien ciertas evasiones que permitan el ingreso de personas no deseables. Con software propietario esto no es posible. 
16. La seguridad jurídica del Estado también se mejoraría sustancialmente si el funcionamiento de los sistemas de información se basa en software libre y más que muchas disposiciones legales se están implementando y ejecutando por medio de estos sistemas. Caso especialmente importante es el de los sistemas que se pueden utilizar para realizar elecciones electrónicas. Si el software que se utiliza no es libre y el código fuente no se conoce, podrían darse alteraciones que produzcan funcionamientos incorrectos de tal forma que haya personas que no puedan votar porque simplemente no aparecen en el padrón el día de la votación, esto a pesar de que sus datos fueran oportuna y correctamente alimentados o que el conteo de votos sea alterado a pesar de que parte del código fuente del sistema conozca, pues puede ser que se conozca el código de propiamente de la aplicación, pero que a la vez se use un manejador de bases de datos propietaria y que sea en este software específicamente donde se den las alteraciones, ya que para los técnicos sería imposible conocerlo.
17. El Estado debe garantizarse que los formatos de los ficheros de información que utiliza sean protegidos bajo licencias de software libre. Si la información es contenida en formatos propietarios puede pasar que el propietario del formato cambie la licencia e imponga restricciones o encarezca su uso. Pero además al ser los formatos propietarios se da una mayor dependencia y por tanto vulnerabilidad si ese proveedor fuera sacado del mercado. Por eso lo más recomendable es que los formatos que use el gobierno se basen en el Formato de Documento Abierto para Aplicaciones Ofimáticas de OASIS (en inglés, OASIS Open Document Format for Office Applications), también referido como OpenDocument u ODF. Se debe indicar también que el hecho de que un software use o no este sistema de ficheros es una decisión del productor del programa, así si un procesador de texto no puede trabajar con estos formatos no es por una limitación técnica ni legal, sería básicamente porque los proveedores del software no han implementado esta funcionalidad. De hecho la comunidad del software libre ha desarrollado programas que se adhieren a los procesadores más utilizados para que estos puedan trabajar con ficheros ODF a pesar de que los desarrolladores de ese procesador no se lo hayan implementado. 
18. Mucho software libre es gratuito y dado que existen distribuciones (conjuntos de programas que reúnen software que va desde el sistema operativo hasta el de oficina), con esta característica adicional, las entidades pueden mejorar sus finanzas dado que no es necesario hacer erogaciones para adquirirlo.
19.  Se concluye que con el proyecto se propiciaría un mayor desarrollo del Estado, así como mejoraría la capacidad del mismo de tener una mayor seguridad nacional y jurídica. 
20.  Un caso especial de software libre lo es el formato de los ficheros, en particular de los que sirven para almacenar información de oficina. Los formatos de ficheros libres le garantizan al Estado poder utilizar su información porque nadie puede condicionar su lectura o edición aprovechándose de alguna cláusula legal que se imponga en el futuro, de manera que es de suma importancia que dichos formatos se definan como los formatos oficiales para proteger la información y garantizar que la misma se mantenga pública. 
21.  Se debe mencionar que a mediano y largo plazo se lograría un gran ahorro de recursos puesto que la mayoría de las licencias de software libre son gratuitas y más cuando se trata de software de oficina, porque existe software libre gratuito de mucha calidad que cubre todas las necesidades de este ámbito de trabajo. 
ACUERDA:
a. Apoyar en todos sus extremos el Proyecto de Ley “Utilización del Software Libre en  las Instituciones del Estado”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16912.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
ARTÍCULO 12.  Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”, que se tramita mediante el Expediente Legislativo No.  16.294
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada:  “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”, que se tramita mediante el Expediente Legislativo No.  16.294”, elaborada por la Presidencia, la cual dice:
RESULTANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional con fecha 26 de junio del 2008, recibió Boleta de la Rectoría, en la cual se adjunta el “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”, que se tramita mediante el Expediente Legislativo No.  16.294, para que la Institución emita criterio sobre el mismo.
2. Mediante el oficio SCI-428-2008, del 03 de julio del 2008, se remitió a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, el Proyecto supra citado, para el respectivo análisis y dictamen correspondiente.
3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 26 de agosto del 2008, recibió el oficio SCI-566-2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio legal sobre el Proyecto, en el cual recomienda en lo conducente, lo siguiente:
“Por todos los criterios antes esbozados de la manera más respetuosa, me permito recomendar al ente colegiado que hagan valer tales  facultades de orden constitucional ante el Parlamento, con la finalidad de que quede zanjado y claro que el ente competente para regir la materia que compone la excitativa legislativa son las universidades del Estado…”
CONSIDERANDO QUE:
1. En su parte medular, exposición de motivos y fundamento de la misma, la excitativa legislativa propone de manera resumida lo siguiente 
“ … En una materia tan delicada como es el reconocimiento, equiparación o convalidación de estudios realizados en el exterior no se cuenta con una normativa legal que integre y sistematice los procedimientos por seguir, dado que si bien en las leyes constitutivas de las universidades estatales se establece la facultad de estas de realizar estos trámites, no se desarrolla los procedimientos por seguir y la vinculación de sus resoluciones respecto a las incorporaciones a los colegios profesionales.  Actualmente, la normativa existente se limita al artículo 30 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal, desarrollado en aspectos generales en el “Reglamento del Artículo 30 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal” y detallado en reglamentos independientes en cada centro de educación superior.
Es evidente que en la actualidad no existe legislación de carácter nacional que desarrolle los términos de referencia para los procesos de equiparación, convalidación y reconocimiento de estudios realizados en el exterior, dado que la normativa se enmarca a nivel interno de las universidades estatales, por lo cual, todos aquellos aspectos que faciliten protección al administrado y contra eventuales arbitrariedades de la administración…La presente iniciativa se fundamenta sobre aspectos conceptuales y normativos ya desarrollados por las universidades estatales en el seno del CONARE, pero que por su trascendencia nacional deben ser revalorados y replanteados a nivel de ley.
La presente iniciativa pretende dar lineamientos de carácter general pero con fuerza de ley, permitiendo que en el marco de CONARE y de cada centro de enseñanza superior se dicten los reglamentos requeridos en pleno apego al principio de autonomía universitaria.
En el caso de la existencia de convenios o tratados internacionales la Sala de Jurisdicción Internacional ha sido clara en que estos títulos deben ser de aceptación obligada por el principio de jerarquía de las normas, sin embargo no se ha regulado qué verificación debe realizarse para su aceptación, en este caso se le da la facultad de verificación al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto que es la instancia más adecuada para verificar la vigencia o no de un convenio internacional… En el caso de los colegios profesionales se garantiza el principio de igualdad jurídica que debe seguirse en la tramitación de las incorporaciones, dado que esto en muchos casos afecta el derecho al trabajo de quienes realizando estudios en el exterior no pueden desempeñarse en sus profesiones dado que no pueden incorporarse o se les presentan trámites más rigurosos que a otros graduados a nivel nacional, sin considerar que ya fueron objeto de un análisis académico por parte de las instancias mejor preparadas para hacerlo…Se agrega la facultad de las universidades privadas debidamente acreditadas ante CONESUP para que puedan realizar convalidaciones de materias o de bloques de materias con el objetivo exclusivo de continuar estudios en ese mismo centro educativo, para lo cual deberán ajustarse a la reglamentación que dicte el CONESUP y a la supervisión del mismo.  De igual manera se regula que la convalidación no puede implicar un costo por cada crédito a materia convalidada”.
2. El Principio de Autonomía Universitaria lo encontramos contenido en el Artículo 84 de la Carta Política que consigna:
"La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios. Las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado tendrán la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica. 
El Estado las dotará de patrimonio propio y colaborará en su financiación. (Así reformado por ley N° 5697 de 9 de junio de 1975)”
3. Desde cualquier arista que se analice, se hace necesario referir la tesis prevaleciente en materia de autonomía universitaria que han sostenido tanto la Sala Constitucional como la Procuraduría General de la República, que permiten aclarar de mejor manera los alcances de la autonomía universitaria en materia de Reconocimiento, Equiparación o Convalidación de Estudios de Educación Superior, de manera inicial señalaremos que la Sala Constitucional, en su Voto No. 1313-93 del 16 de marzo de 1993, al referirse al tema de la autonomía de las universidades estatales expresó lo siguiente:
"...En este sentido la Universidad no es una simple institución de enseñanza (la enseñanza ya fue definida como libertad fundamental en nuestro voto número 3559-92), pues a ella corresponde la función compleja, integrante de su naturaleza, de realizar y profundizar la investigación científica, cultivar las artes y las letras en su máxima expresión, analizar y criticar, con objetividad, conocimiento y racionalidad elevados, la realidad social, cultural, política y económica de su pueblo y el mundo, proponer soluciones a los grandes problemas y por ello en el caso de los países subdesarrollados, o poco desarrollados, como el nuestro, servir de impulsora a ideas y acciones para alcanzar el desarrollo en todos los niveles (espiritual, científico y material), contribuyendo con esa labor a la realización efectiva de los valores fundamentales de la identidad costarricense, que pueden resumirse, según se dijo en el voto que se acaba de citar, en los de la democracia, el Estado Social de Derecho, la dignidad esencial del ser humano y el "sistema de libertad", además de la paz (artículo 12 de la Constitución Política), y la Justicia (41 ídem); en síntesis, para esos propósitos es creada, sin perjuicio de las especialidades o materias que se le asignen, y nada menos que eso se espera y exige de ella. La anterior conceptuación no persigue agotar la totalidad de los elementos, pero de su contenido esencialmente se deduce- y es lo que se entiende que quiso y plasmó el Constituyente en la Ley Fundamental- que la universidad, como centro de pensamiento libre, debe y tiene que estar exenta de presiones o medidas de cualquier naturaleza que tiendan a impedirle cumplir, o atenten contra ese, su gran cometido".

4. En el mismo orden de ideas, la Procuraduría General de la República  a través de la consulta realizada por el entonces Rector de la Universidad de Costa Rica, Dr. Gabriel Macaya Trejos,  el 12 de septiembre  número  C-269-2003, señala 
“… La autonomía le garantiza a la Universidad independencia para el desempeño de sus funciones y plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, como es lo normal en tratándose de entes autónomos. Pero, además y a diferencia de esos entes autónomos, la autonomía permite a la Universidad "darse su organización y gobierno propios". Dado su alcance, la autonomía de la Universidad es especial, por lo que no se subsume en lo dispuesto en el Título XIV de la Constitución relativo a las instituciones autónomas. La particularidad de la autonomía universitaria se origina, precisamente, en el reconocimiento de una autonomía en materia organizativa y de gobierno. De manera que la Universidad reúne tres clases de autonomía: de gobierno, organización y administración. Además, por el hecho mismo de que no se está en presencia de una de las entidades a que se refieren los artículos 188 y 189 de la Constitución, se sigue que la autonomía política es plena: no puede ser sometida a la ley. Por consiguiente, es acertada la afirmación según la cual del Texto Constitucional se deriva que la independencia de las universidades es más amplia que la garantía que cubre a las instituciones autónomas. Especialidad y amplitud de la autonomía que las exime no sólo de la dirección del Poder Ejecutivo, sino también de la Asamblea Legislativa en orden a la regulación de su servicio. La autonomía permite a la Universidad autodeterminarse, adoptar sus planes, programas, presupuestos, organización interna y darse su propio gobierno, definiendo además cómo se distribuyen sus competencias en el ámbito interno. Lo cual no sería posible si la autonomía no abarcara la facultad de normar lo académico y la adopción de los medios para satisfacer sus fines. Una autonomía que, en criterio de la Sala Constitucional, tiene como finalidad procurar al ente "Todas las condiciones jurídicas necesarias para que lleve a cabo con independencia su misión de cultura y educación superiores…La autonomía cumple una finalidad específica: se otorga a efecto de que la Universidad cumpla su cometido en forma independiente. Un cometido que consiste en la actividad académica, la investigación y la acción social y cultural. La Universidad es autónoma en los campos relacionados con estos aspectos. Cabe afirmar que la autonomía no es sino una garantía constitucional en función de las finalidades de la Universidad. La Universidad es una entidad formadora y transmisora de cultura y conocimiento, propulsora de los más altos valores científicos y artísticos y ente investigativo por excelencia, susceptible de crear e intensificar el conocimiento. Y es en razón de estos fines que la Constitución ha considerado indispensable dotar a la Universidad de la garantía de autonomía, que le posibilita dictar las políticas dirigidas a la persecución de esas finalidades, dotarse de la organización que permita concretizarlas y autoadministrarse. En el análisis de la autonomía universitaria debe tenerse claro que se trata de la protección de las funciones consustanciales a la Universidad, sea la actividad académica, la investigación y la acción social orientadas por la función de cambio social. Sin una autonomía en estos ámbitos, la Universidad no puede orientar la sociedad, inspirarla ni ser fuente de conocimiento. De allí la necesidad de dicha garantía. La Universidad goza también de autonomía administrativa. Una autonomía que garantiza el ejercicio de la función administrativa necesaria para el desarrollo de la competencia material del ente. Comprende el dictar los actos jurídicos y materiales necesarios para el cumplimiento de los cometidos públicos. Empero, debe resultar evidente que la autonomía administrativa se ejerce conforme al ordenamiento jurídico. 
…Manifestó la Sala Constitucional en dicha resolución: 
"Los conceptos expuestos nos indican, claramente, que fue la intención del Constituyente concederles a las universidades estatales un marco general de autonomía según lo que expresa el artículo 84 de la Constitución Política, y además, de un trato especial en lo que atañe al procedimiento legislativo para la discusión y aprobación de proyectos de ley, en materias que sin estar dentro del ámbito autonómico, tengan que ver con las universidades estatales, según lo dispone el artículo 88 idem. Véase incluso lo dicho por los constituyentes proponentes de la moción completa del texto del citado artículo 88, de donde se deduce claramente su intención…"El Diputado Facio usó de la palabra ... Recuérdese brevemente -dijo- que el corporativismo es un régimen antidemocrático, que suplanta las decisiones de una Asamblea libremente electa por el pueblo, por las de las corporaciones -corporaciones que no son instituciones técnicas del Estado, sino representaciones de gremios, de intereses profesionales- corporaciones éstas que son formadas, manipuladas y dirigidas por la política única del Estado omnipotente, del Estado totalitario. Nada más lejos que la intención de la moción; nada más apartado de su propósito. Lo que deseamos, sencillamente es conjugar la libertad soberana de la Asamblea popularmente electa, con los requerimientos técnicos del mundo moderno. Que sus pronunciamientos sean libres, pero que esa libertad se ejerza racionalmente, sobre el apoyo no de corporaciones, que representan intereses privados, sino de instituciones públicas, que por públicas, representan también al pueblo, y que, por técnicas, representan mejor sus intereses en el campo de las funciones que les han sido encomendadas. ¿Qué eso implica formalmente cierta restricción a la actividad del Congreso? Ciertamente es así, pero eso, lejos de ser un abandono de la democracia, es simplemente una adecuación de la democracia a problemas que existen hoy ... Sostiene el Dr. Jiménez de Aréchega, que la autonomía no puede significar sólo independencia con respecto al Poder Ejecutivo, sino también con respecto al Poder Legislativo, ya que si la Constitución la establece a favor de tal o cual organismo, es porque supone que las materias correspondientes deben ser manejadas al margen de la política y de la lucha de partidos; que entender de otro modo la autonomía es relativizar ésta a tal punto que sería como hacerla desaparecer. Pues bien, en la moción no se pide tanto; se pide sólo que se escuche al Consejo Universitario en tratándose de cuestiones universitarias...".-… (Véase: Acta número 161 de la Asamblea Nacional Constituyente de 1949. Tomo III, Imprenta Nacional, San José, 1956, págs. 410-414; los subrayados son de esta sentencia).- En otras palabras, y esta es la conclusión ineludible e indubitable de la larga pero trascendental serie de citas anteriores, el Constituyente.- no le quitó ni impidió a la Asamblea la potestad de legislar respecto de las materias puestas bajo la competencia de las instituciones de educación superior, o de las relacionadas directamente con ellas -para usar los propios términos de la Ley Fundamental-, y la única condición expresa que al respecto le impuso, fue la de oírlas previamente, para discutir y aprobar los proyectos de ley correspondientes, salvo lo que atañe a la facultad de organización y de darse el propio gobierno, según la independencia claramente otorgada. 
Definido que la Asamblea Legislativa puede regular las materias puestas bajo la competencia de la universidad, el Tribunal Constitucional procede a señalar cuáles límites tiene el Parlamento al cumplir esa función. Estableció en la misma resolución la Sala: 
"...Si bien es cierto -como ya se comprobó- la Asamblea Legislativa puede regular lo concerniente a la materia de las universidades, le está vedado imposibilitar, restar o disminuir a esas instituciones, aquellas potestades que les son necesarias para cumplir su correspondiente finalidad y que conforman su propia autonomía. 
Es decir, para expresarlo en los términos de cierta doctrina relevante, esos entes tienen la titularidad y el ejercicio inicial, independiente e irrestricto de todas las potestades administrativas y docentes para el cumplimiento de su especialización material, sin que esto pueda ser menoscabado por la Ley. Pero además, dentro de la modalidad docente explicada, también sirve de escudo a esa autonomía, la libertad de cátedra (artículo 87 de la Carta Política), que se puede entender como la potestad de la universidad de decidir el contenido de la enseñanza que imparte, sin estar sujeta a lo dispuesto por poderes externos a ella, o bien, en el sentido de la facultad de los docentes universitarios de expresar sus ideas al interno de la institución, permitiendo la coexistencia de diferentes corrientes de pensamiento (véase sobre las limitaciones legítimas de la libertad, el precitado voto 3550-92). Por supuesto, también, que esos entes por disposición constitucional (artículo 85), están sujetos a coordinación por el "cuerpo encargado" que ahí se indica, y a tomar en cuenta los lineamientos que establezca el Plan Nacional de Desarrollo Vigente". 
"...La Universidad tiene la potestad de emitir normas con fuerza de ley dentro de su materia o especialidad, intangibles e inderogables por las de la Asamblea; y también, que ésta se halla constitucionalmente inhibida para regular la materia de los servicios universitarios o académicos de alto nivel, por ser materia exclusiva de la Universidad. En definitiva, se trataría de una ordenación de las fuentes por razón de la materia, que impediría a la Asamblea interferir normativamente a la Universidad en su campo...”( E, ORTIZ ORTIZ: "La autonomía administrativa costarricense" Revista de Ciencias Jurídicas 8-1967, p. 136.” 
5. En la misma línea de pensamiento lo contempla la Procuraduría General de la República quien vierte su criterio mediante la Opinión Jurídica 091-98 del 12 de noviembre de 1998, cuando apunta 
"El aspecto medular de su consulta se refiere a la llamada Autonomía Universitaria que tienen en nuestro país todas las universidades estatales, tema que ha sido ampliamente tratado por esta Procuraduría de la cual se ha vertido ya diversos dictámenes entre los que podemos reseñar por su importancia, para los efectos de nuestra consulta, el dictamen C-258-83. Asimismo en aspectos relativos, los dictámenes C-398-83 del 1º de diciembre de 1983 y el C-96-86 del 2 de mayo de 1986, que pueden ser de su consulta igualmente, para efectos de ampliar aún más los temas aquí tratados. La autonomía universitaria viene dada de los preceptos que se encuentran plasmados en nuestra Constitución Política, en específico de los alcances que señala el artículo 84 que en su última redacción vigente establece: "La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios. Las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado tendrán la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica. El Estado las dotará de patrimonio propio y colaborará en su financiación." Dicha norma se ha señalado como una de las que más polémicas causó a lo interno de la Asamblea Nacional Constituyente, plasmándose la independencia de las universidades para el desempeño de sus funciones y para darse su organización y gobiernos propios; se trata de lo que en doctrina se llama los tres tipos de autonomía, sean administrativa, organizativa y de gobierno. Con base en la disposición constitucional, la normativa específica de los centros universitarios, reflejan claramente la particularidad propia de que gozan en nuestro ordenamiento jurídico (...),siguiendo en todo lo conducente a la doctrina nacional del autor Mauro Murillo que para los efectos de mayor claridad en nuestra exposición seguiremos y transcribiremos a continuación (...) (...) Derivada de la propia Constitución Política, de las disposiciones del legislador y de las mismas disposiciones que las propias universidades han creado, la competencia exclusiva de que gozan las universidades representa un ámbito o fuero propio del cual no gozan otros entes menores, que se ven supeditados a la tutela administrativa derivada del gobierno central. La reforma constitucional del año 1968, que reformó el artículo 188 de la Constitución Política, dejó únicamente al conglomerado de entes descentralizados con la llamada autonomía administrativa, quedando supeditadas a la ley en materia de gobierno. Dicha reforma no perjudicó en nada la autonomía universitaria por cuanto en virtud de la especialidad de las universidades como entes descentralizados les cubre la materia propia del artículo 84, que por si fuera más, con una reforma introducida en el año 1975, reafirmó el contenido de la doctrina de la norma. Se señala que las universidades públicas poseen un poder normativo que no se compara con ningún otro ente nacional, de forma que puede regular en forma plena y exclusiva el servicio que presta no subordinándose en la materia de su competencia a las disposiciones de la Asamblea Legislativa, es decir sus órganos son fuentes creadoras de normas jurídicas en lo que se refiere a lo académico y demás actividades conexas, y dicha potestad normativa se incorpora con plena validez, complementando las normas universitarias el resto del ordenamiento jurídico del país. Las disposiciones legislativas podrían ser de acatamiento dentro del ámbito de competencia de las universidades, solamente en el entendido de que exista omisión o laguna en las disposiciones universitarias, de tal suerte que una vez superada dicha omisión normativa por parte de las universidades priva en lo conducente las propias normas universitarias. "En otras palabras, la Constitución Política que es la fuente inmediata de la autonomía universitaria, concede a los Centros de Educación Superior Estatales, la potestad legislativa (desde el punto de vista material), en las materia que constituyen o forma parte del ámbito autónomo universitario,...".( Dr. Luis Guillermo Herrera Castro, "La Autonomía Universitaria..." Revista Judicial Nº 18, pág. 76) Las universidades estatales han sido consideradas como entes descentralizados funcionalmente, ya que los mismos gozan de ciertas potestades públicas dentro del ámbito de su competencia, fines y actividades que llegan a conformar la especialidad propia del ente. Su competencia deriva propiamente de la Constitución Política, y las normas que los órganos internos de las universidades crean, tiene un rango de ley material, claro está en el aspecto específico de su competencia, Es por ello que en el acontecer propio de los centros de educación superior estatales, sus órganos regulan materias como régimen estudiantil, personal docente y administrativo, sistemas de autoelección de sus autoridades (con exclusión de cualquier injerencia externa), fijan sus planes de estudio, disponen de la forma que lo convengan de sus propios recursos, establecen sus programas de investigación y de acción social o extensión, fijan los planes de estudio y los grados académicos que se otorgan, y por supuesto pueden regular las materias propias del nombramiento y elección de su personal docente" (tomado del dictamen de Procuraduría No. C-163-90 de 28 de setiembre de 1990). 
En lo esencial, los alcances de la autonomía universitaria han sido fijados internamente, por las mismas instituciones de educación superior del Estado, mediante el ejercicio expreso de su poder de autolegislación y las opiniones jurídicas vertidas en su seno. Igualmente, esta condición ha sido analizada desde fuera del claustro universitario, entre otros por Eduardo Ortiz, Hugo Muñoz y Luis Guillermo Herrera, planteamientos todos que se realizan dentro de temáticas más amplias. (Véanse: Ortiz, Eduardo. "La Autonomía Administrativa Costarricense".Revista de Ciencias Jurídicas. Universidad de Costa Rica, Escuela de Derecho. Noviembre de 1966, número 8, págs. 121 y sigtes. Muñoz, Hugo. "La Autonomía Universitaria". Revista de Ciencias Jurídicas. Universidad de Costa Rica. Facultad de Derecho. Colegio de Abogados, San José, Costa Rica, No. 37, enero-abril, 1979, págs. 187 y sigts. Herrera, Luis Guillermo. "La Autonomía y la inconstitucionalidad de las disposiciones generales de la Ley de Presupuesto y del Reglamento Decreto Ejecutivo 10042-O P", Revista Judicial, Costa Rica. Año V, Nº 18, Diciembre de 1980, págs. 75 y sigts). (*) El número correcto del decreto es 11042 y no 10042 como por error se cita). Los estudios sobre el alcance y contenido de la autonomía universitaria, enunciada como autonomía administrativa, facultad de auto-organización, autonomía patrimonial y poder de autogobierno han sido amplios y profundos, y no siempre coincidentes en toda su extensión. La consideración de la dimensión autonómica de la Universidad dentro de la estructura de la jerarquía de las fuentes, en el tanto en que las materias y actividades universitarias, que se encuentran dentro del régimen autonómico, no están supeditadas a las disposiciones promulgadas por la Asamblea, sino a su poder de autolegislación, determina, correlativamente, el rango de la Universidad como un ente subordinado únicamente a la Constitución en las materias garantizadas por esa autonomía. 
Dado el contenido concreto de la solicitud, parece suficiente, en esta oportunidad, la explicación que nos da Eduardo Ortiz cuando (refiriéndose a la Universidad de Costa Rica -único centro de educación superior del Estado existente en el momento en que escribió este ensayo), califica la situación normativa de la Universidad (que se generaliza a todos los centros de educación superior del Estado, de conformidad con el artículo 84 de la Constitución Política), dentro del marco del régimen jerárquico de las fuentes, como "...un caso de jerarquía institucional", en razón de la materia; concepto que desarrolla mediante el siguiente discurso: "Nuestra Constitución, como régimen de las fuentes, ha jerarquizado a los entes sin considerar sus fines y contenidos de actuación, colocando en el vértice a la Asamblea Legislativa, frente a la cual todo ente autónomo es inferior y subordinado, en sí y en sus actos, por el mero hecho de ser tal. Excepciones hay, como la Universidad nuestra, que sí parece ser un caso de jerarquía institucional por razón de la materia. 
De la misma ha dicho nuestra Constitución que "goza... de plena capacidad jurídica para darse su organización y gobierno propios", términos más categóricos que los del artículo 188...donde sólo se habla de independencia, pero no plena en materia de gobierno y administración. 
La diversa formulación se ha interpretado como una más amplia autonomía de la Universidad, frente a la común de los otros entes autónomos, que significa fundamentalmente su capacidad para regular en forma plena y exclusiva su servicio, sin subordinación a las normas de la Asamblea. Quiere decir esto que la Universidad tiene la potestad de emitir normas con fuerza de ley dentro de su materia o especialidad, intangibles e inderogables por las de la Asamblea; y también, que ésta se haya constitucionalmente inhibida para regular la materia de los servicios universitarios o académicos de alto nivel, por ser materia exclusiva de la universidad..." (Op. Cit., p. 187)" (Tomado del dictamen de Procuraduría No. C-047-93 de 6 de abril de 1993). 
En realidad, el artículo 84 constitucional establece una reserva normativa en favor de las universidades, en el sentido de que su poder reglamentario es el único competente para normar la organización del servicio universitario; disposiciones que integran de esta manera un subsistema jurídico particular" (Ver en este sentido el dictamen de Procuraduría No. C-086-96 del 5 de junio de 1996). 
En relación con la autonomía universitaria, en particular su proceso de discusión y análisis a nivel de los diputados de la Asamblea Nacional Constituyente de 1949, el significado y alcances del concepto de autonomía de las Universidades del Estado y los límites de la potestad legislativa en relación con dicho régimen autonómico, merece especial atención lo consignado y desarrollado en el Voto No.1313-93 de las 13:54 horas del 26 de marzo de 1993 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que en lo que nos interesa indicó: 
“El otorgar los títulos académicos en esas condiciones, es un ejemplo claro del ejercicio pleno de la potestad normativa interna que tiene la Universidad Estatal a Distancia, particularmente si se refiere al campo o materia relacionada con la fijación o establecimiento de grados académicos que dicha entidad otorga (conforme a sus planes de estudio también regulados y establecidos por la misma academia), a saber: en qué casos, circunstancias y condiciones debe reconocerse determinado grado académico (por ejemplo: diplomado, bachiller, licenciatura, especialidad, maestría, doctorado), y si ello debe aplicarse en determinada forma de acuerdo con las profesiones de que se trata y demás circunstancias” 
Evidentemente lo anterior se encuentra dentro de la reserva normativa que rige, conforme con el numeral 84 de la Constitución Política, en favor de las universidades estatales, por cuanto ese poder normativo que se les ha otorgado es el único competente para normar este tipo particular de materia dentro de la organización y funcionamiento universitario, constituyéndose así en un sistema jurídico-normativo particular. 
No procede entonces que la Procuraduría llegue a pronunciarse de manera vinculante sobre lo aquí planteado, sino únicamente a nivel de Opinión Jurídica no vinculante, por cuanto lo primero implicaría, necesariamente, una clara intromisión y quebrantamiento de la autonomía universitaria consagrada constitucionalmente, al pretender darse una subordinación funcional de la Universidad Estatal a Distancia con respecto a lo que llegara a establecer la Procuraduría en ese sentido, lo que, evidentemente y conforme con una adecuada interpretación desde la Constitución Política, no es viable jurídicamente…”, extremos de lo que se puede colegir válidamente que el ente competente para determinar del trámite para el reconocimiento, equiparación o convalidación de estudios de educación superior realizados en el extranjero, potestad que pertenece en virtud de su autonomía a las entidades universitarias estatales, dado que tal prerrogativa tal y como se analizó en criterios precedentes, les deviene de un precepto de orden constitucional. 
SE PROPONE:
a. Manifestar a la Asamblea Legislativa la firme oposición a la aprobación del  “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”; que se tramita mediante el Expediente Legislativo No. 16.294.   
b. Instar al ente legislativo para que desarrolle toda una plataforma legal complementaria que permita la actuación conjunta de las partes necesariamente involucradas en estos procesos, tales como:  el Consejo Nacional de Rectores (CONARE), las universidades públicas y el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, donde la prerrogativa máxima, le sea dada al ente competente en la materia y que los otros órganos sean obligados colaboradores de éste.
El señor Johnny Masís consulta ¿cuál es la opinión del CONARE en esta materia?
El señor Eugenio Trejos responde que este tema es una sola fila.
El señor Isidro Álvarez considera que el inciso b) es incongruente.
El señor Eugenio Trejos sugiere que se elimine del todo.
La señora Sonia Barboza propone que si se elimina del todo que CONARE lleve una propuesta articulada a la Asamblea Legislativa y sugiere solicitar al CONARE que conforme una comisión especial para que elabore una propuesta de Proyecto de Ley sustitutiva.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
RESULTANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional con fecha 26 de junio del 2008, recibió Boleta de la Rectoría, en la cual se adjunta el “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”, que se tramita mediante el Expediente Legislativo No.  16.294, para que la Institución emita criterio sobre el mismo.
2. Mediante el oficio SCI-428-2008, del 03 de julio del 2008, se remitió a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, el Proyecto supra citado, para el respectivo análisis y dictamen correspondiente.
3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 26 de agosto del 2008, recibió el oficio SCI-566-2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio legal sobre el Proyecto, en el cual recomienda en lo conducente, lo siguiente:
“Por todos los criterios antes esbozados de la manera más respetuosa, me permito recomendar al ente colegiado que hagan valer tales  facultades de orden constitucional ante el Parlamento, con la finalidad de que quede zanjado y claro que el ente competente para regir la materia que compone la excitativa legislativa son las universidades del Estado…”
CONSIDERANDO QUE:
1. En su parte medular, exposición de motivos y fundamento de la misma, la excitativa legislativa propone de manera resumida lo siguiente: 
“ … En una materia tan delicada como es el reconocimiento, equiparación o convalidación de estudios realizados en el exterior no se cuenta con una normativa legal que integre y sistematice los procedimientos por seguir, dado que si bien en las leyes constitutivas de las universidades estatales se establece la facultad de estas de realizar estos trámites, no se desarrolla los procedimientos por seguir y la vinculación de sus resoluciones respecto a las incorporaciones a los colegios profesionales.  Actualmente, la normativa existente se limita al artículo 30 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal, desarrollado en aspectos generales en el “Reglamento del Artículo 30 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal” y detallado en reglamentos independientes en cada centro de educación superior.
Es evidente que en la actualidad no existe legislación de carácter nacional que desarrolle los términos de referencia para los procesos de equiparación, convalidación y reconocimiento de estudios realizados en el exterior, dado que la normativa se enmarca a nivel interno de las universidades estatales, por lo cual, todos aquellos aspectos que faciliten protección al administrado y contra eventuales arbitrariedades de la administración…  La presente iniciativa se fundamenta sobre aspectos conceptuales y normativos ya desarrollados por las universidades estatales en el seno del CONARE, pero que por su trascendencia nacional deben ser revalorados y replanteados a nivel de ley.
La presente iniciativa pretende dar lineamientos de carácter general pero con fuerza de ley, permitiendo que en el marco de CONARE y de cada centro de enseñanza superior se dicten los reglamentos requeridos en pleno apego al principio de autonomía universitaria.
En el caso de la existencia de convenios o tratados internacionales la Sala de Jurisdicción Internacional ha sido clara en que estos títulos deben ser de aceptación obligada por el principio de jerarquía de las normas, sin embargo no se ha regulado qué verificación debe realizarse para su aceptación, en este caso se le da la facultad de verificación al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto que es la instancia más adecuada para verificar la vigencia o no de un convenio internacional…  En el caso de los colegios profesionales se garantiza el principio de igualdad jurídica que debe seguirse en la tramitación de las incorporaciones, dado que esto en muchos casos afecta el derecho al trabajo de quienes realizando estudios en el exterior no pueden desempeñarse en sus profesiones dado que no pueden incorporarse o se les presentan trámites más rigurosos que a otros graduados a nivel nacional, sin considerar que ya fueron objeto de un análisis académico por parte de las instancias mejor preparadas para hacerlo…  Se agrega la facultad de las universidades privadas debidamente acreditadas ante CONESUP para que puedan realizar convalidaciones de materias o de bloques de materias con el objetivo exclusivo de continuar estudios en ese mismo centro educativo, para lo cual deberán ajustarse a la reglamentación que dicte el CONESUP y a la supervisión del mismo.  De igual manera se regula que la convalidación no puede implicar un costo por cada crédito a materia convalidada”.
2. El Principio de Autonomía Universitaria lo encontramos contenido en el Artículo 84 de la Carta Política que consigna:
"La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios. Las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado tendrán la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica. 
El Estado las dotará de patrimonio propio y colaborará en su financiación. (Así reformado por ley N° 5697 de 9 de junio de 1975)”
3. Desde cualquier arista que se analice, se hace necesario referir la tesis prevaleciente en materia de autonomía universitaria que han sostenido tanto la Sala Constitucional como la Procuraduría General de la República, que permiten aclarar de mejor manera los alcances de la autonomía universitaria en materia de Reconocimiento, Equiparación o Convalidación de Estudios de Educación Superior, de manera inicial señalaremos que la Sala Constitucional, en su Voto No. 1313-93 del 16 de marzo de 1993, al referirse al tema de la autonomía de las universidades estatales expresó lo siguiente:
"...En este sentido la Universidad no es una simple institución de enseñanza (la enseñanza ya fue definida como libertad fundamental en nuestro voto número 3559-92), pues a ella corresponde la función compleja, integrante de su naturaleza, de realizar y profundizar la investigación científica, cultivar las artes y las letras en su máxima expresión, analizar y criticar, con objetividad, conocimiento y racionalidad elevados, la realidad social, cultural, política y económica de su pueblo y el mundo, proponer soluciones a los grandes problemas y por ello en el caso de los países subdesarrollados, o poco desarrollados, como el nuestro, servir de impulsora a ideas y acciones para alcanzar el desarrollo en todos los niveles (espiritual, científico y material), contribuyendo con esa labor a la realización efectiva de los valores fundamentales de la identidad costarricense, que pueden resumirse, según se dijo en el voto que se acaba de citar, en los de la democracia, el Estado Social de Derecho, la dignidad esencial del ser humano y el "sistema de libertad", además de la paz (artículo 12 de la Constitución Política), y la Justicia (41 ídem); en síntesis, para esos propósitos es creada, sin perjuicio de las especialidades o materias que se le asignen, y nada menos que eso se espera y exige de ella. La anterior conceptuación no persigue agotar la totalidad de los elementos, pero de su contenido esencialmente se deduce- y es lo que se entiende que quiso y plasmó el Constituyente en la Ley Fundamental- que la universidad, como centro de pensamiento libre, debe y tiene que estar exenta de presiones o medidas de cualquier naturaleza que tiendan a impedirle cumplir, o atenten contra ese, su gran cometido".
4. En el mismo orden de ideas, la Procuraduría General de la República  a través de la consulta realizada por el entonces Rector de la Universidad de Costa Rica, Dr. Gabriel Macaya Trejos,  el 12 de septiembre del 2003, número  C-269-2003, señala: 
“… La autonomía le garantiza a la Universidad independencia para el desempeño de sus funciones y plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, como es lo normal en tratándose de entes autónomos. Pero, además y a diferencia de esos entes autónomos, la autonomía permite a la Universidad "darse su organización y gobierno propios". Dado su alcance, la autonomía de la Universidad es especial, por lo que no se subsume en lo dispuesto en el Título XIV de la Constitución relativo a las instituciones autónomas. La particularidad de la autonomía universitaria se origina, precisamente, en el reconocimiento de una autonomía en materia organizativa y de gobierno. De manera que la Universidad reúne tres clases de autonomía: de gobierno, organización y administración. Además, por el hecho mismo de que no se está en presencia de una de las entidades a que se refieren los artículos 188 y 189 de la Constitución, se sigue que la autonomía política es plena: no puede ser sometida a la ley. Por consiguiente, es acertada la afirmación según la cual del Texto Constitucional se deriva que la independencia de las universidades es más amplia que la garantía que cubre a las instituciones autónomas. Especialidad y amplitud de la autonomía que las exime no sólo de la dirección del Poder Ejecutivo, sino también de la Asamblea Legislativa en orden a la regulación de su servicio. La autonomía permite a la Universidad autodeterminarse, adoptar sus planes, programas, presupuestos, organización interna y darse su propio gobierno, definiendo además cómo se distribuyen sus competencias en el ámbito interno. Lo cual no sería posible si la autonomía no abarcara la facultad de normar lo académico y la adopción de los medios para satisfacer sus fines. Una autonomía que, en criterio de la Sala Constitucional, tiene como finalidad procurar al ente "Todas las condiciones jurídicas necesarias para que lleve a cabo con independencia su misión de cultura y educación superiores…La autonomía cumple una finalidad específica: se otorga a efecto de que la Universidad cumpla su cometido en forma independiente. Un cometido que consiste en la actividad académica, la investigación y la acción social y cultural. La Universidad es autónoma en los campos relacionados con estos aspectos. Cabe afirmar que la autonomía no es sino una garantía constitucional en función de las finalidades de la Universidad. La Universidad es una entidad formadora y transmisora de cultura y conocimiento, propulsora de los más altos valores científicos y artísticos y ente investigativo por excelencia, susceptible de crear e intensificar el conocimiento. Y es en razón de estos fines que la Constitución ha considerado indispensable dotar a la Universidad de la garantía de autonomía, que le posibilita dictar las políticas dirigidas a la persecución de esas finalidades, dotarse de la organización que permita concretizarlas y autoadministrarse. En el análisis de la autonomía universitaria debe tenerse claro que se trata de la protección de las funciones consustanciales a la Universidad, sea la actividad académica, la investigación y la acción social orientadas por la función de cambio social. Sin una autonomía en estos ámbitos, la Universidad no puede orientar la sociedad, inspirarla ni ser fuente de conocimiento. De allí la necesidad de dicha garantía. La Universidad goza también de autonomía administrativa. Una autonomía que garantiza el ejercicio de la función administrativa necesaria para el desarrollo de la competencia material del ente. Comprende el dictar los actos jurídicos y materiales necesarios para el cumplimiento de los cometidos públicos. Empero, debe resultar evidente que la autonomía administrativa se ejerce conforme al ordenamiento jurídico. 
…Manifestó la Sala Constitucional en dicha resolución: 
"Los conceptos expuestos nos indican, claramente, que fue la intención del Constituyente concederles a las universidades estatales un marco general de autonomía según lo que expresa el Artículo 84 de la Constitución Política, y además, de un trato especial en lo que atañe al procedimiento legislativo para la discusión y aprobación de proyectos de ley, en materias que sin estar dentro del ámbito autonómico, tengan que ver con las universidades estatales, según lo dispone el Artículo 88 idem. Véase incluso lo dicho por los constituyentes proponentes de la moción completa del texto del citado Artículo 88, de donde se deduce claramente su intención…"El Diputado Facio usó de la palabra ... Recuérdese brevemente -dijo- que el corporativismo es un régimen antidemocrático, que suplanta las decisiones de una Asamblea libremente electa por el pueblo, por las de las corporaciones -corporaciones que no son instituciones técnicas del Estado, sino representaciones de gremios, de intereses profesionales- corporaciones éstas que son formadas, manipuladas y dirigidas por la política única del Estado omnipotente, del Estado totalitario. Nada más lejos que la intención de la moción; nada más apartado de su propósito. Lo que deseamos, sencillamente es conjugar la libertad soberana de la Asamblea popularmente electa, con los requerimientos técnicos del mundo moderno. Que sus pronunciamientos sean libres, pero que esa libertad se ejerza racionalmente, sobre el apoyo no de corporaciones, que representan intereses privados, sino de instituciones públicas, que por públicas, representan también al pueblo, y que, por técnicas, representan mejor sus intereses en el campo de las funciones que les han sido encomendadas. ¿Qué eso implica formalmente cierta restricción a la actividad del Congreso? Ciertamente es así, pero eso, lejos de ser un abandono de la democracia, es simplemente una adecuación de la democracia a problemas que existen hoy ... Sostiene el Dr. Jiménez de Aréchega, que la autonomía no puede significar sólo independencia con respecto al Poder Ejecutivo, sino también con respecto al Poder Legislativo, ya que si la Constitución la establece a favor de tal o cual organismo, es porque supone que las materias correspondientes deben ser manejadas al margen de la política y de la lucha de partidos; que entender de otro modo la autonomía es relativizar ésta a tal punto que sería como hacerla desaparecer. Pues bien, en la moción no se pide tanto; se pide sólo que se escuche al Consejo Universitario en tratándose de cuestiones universitarias...".-… (Véase: Acta número 161 de la Asamblea Nacional Constituyente de 1949. Tomo III, Imprenta Nacional, San José, 1956, págs. 410-414; los subrayados son de esta sentencia).- En otras palabras, y esta es la conclusión ineludible e indubitable de la larga pero trascendental serie de citas anteriores, el Constituyente.- no le quitó ni impidió a la Asamblea la potestad de legislar respecto de las materias puestas bajo la competencia de las instituciones de educación superior, o de las relacionadas directamente con ellas -para usar los propios términos de la Ley Fundamental-, y la única condición expresa que al respecto le impuso, fue la de oírlas previamente, para discutir y aprobar los proyectos de ley correspondientes, salvo lo que atañe a la facultad de organización y de darse el propio gobierno, según la independencia claramente otorgada. 
Definido que la Asamblea Legislativa puede regular las materias puestas bajo la competencia de la universidad, el Tribunal Constitucional procede a señalar cuáles límites tiene el Parlamento al cumplir esa función. Estableció en la misma resolución la Sala: 
"...Si bien es cierto -como ya se comprobó- la Asamblea Legislativa puede regular lo concerniente a la materia de las universidades, le está vedado imposibilitar, restar o disminuir a esas instituciones, aquellas potestades que les son necesarias para cumplir su correspondiente finalidad y que conforman su propia autonomía. 
Es decir, para expresarlo en los términos de cierta doctrina relevante, esos entes tienen la titularidad y el ejercicio inicial, independiente e irrestricto de todas las potestades administrativas y docentes para el cumplimiento de su especialización material, sin que esto pueda ser menoscabado por la Ley. Pero además, dentro de la modalidad docente explicada, también sirve de escudo a esa autonomía, la libertad de cátedra (Artículo 87 de la Carta Política), que se puede entender como la potestad de la universidad de decidir el contenido de la enseñanza que imparte, sin estar sujeta a lo dispuesto por poderes externos a ella, o bien, en el sentido de la facultad de los docentes universitarios de expresar sus ideas al interno de la institución, permitiendo la coexistencia de diferentes corrientes de pensamiento (véase sobre las limitaciones legítimas de la libertad, el precitado voto 3550-92). Por supuesto, también, que esos entes por disposición constitucional (Artículo 85), están sujetos a coordinación por el "cuerpo encargado" que ahí se indica, y a tomar en cuenta los lineamientos que establezca el Plan Nacional de Desarrollo Vigente". 
"...La Universidad tiene la potestad de emitir normas con fuerza de ley dentro de su materia o especialidad, intangibles e inderogables por las de la Asamblea; y también, que ésta se halla constitucionalmente inhibida para regular la materia de los servicios universitarios o académicos de alto nivel, por ser materia exclusiva de la Universidad. En definitiva, se trataría de una ordenación de las fuentes por razón de la materia, que impediría a la Asamblea interferir normativamente a la Universidad en su campo...”( E, ORTIZ ORTIZ: "La autonomía administrativa costarricense" Revista de Ciencias Jurídicas 8-1967, p. 136.” 
5. En la misma línea de pensamiento lo contempla la Procuraduría General de la República quien vierte su criterio mediante la Opinión Jurídica 091-98 del 12 de noviembre de 1998, cuando apunta: 
"El aspecto medular de su consulta se refiere a la llamada Autonomía Universitaria que tienen en nuestro país todas las universidades estatales, tema que ha sido ampliamente tratado por esta Procuraduría de la cual se ha vertido ya diversos dictámenes entre los que podemos reseñar por su importancia, para los efectos de nuestra consulta, el dictamen C-258-83. Asimismo en aspectos relativos, los dictámenes C-398-83 del 1º de diciembre de 1983 y el C-96-86 del 2 de mayo de 1986, que pueden ser de su consulta igualmente, para efectos de ampliar aún más los temas aquí tratados. La autonomía universitaria viene dada de los preceptos que se encuentran plasmados en nuestra Constitución Política, en específico de los alcances que señala el Artículo 84 que en su última redacción vigente establece: "La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios. Las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado tendrán la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica. El Estado las dotará de patrimonio propio y colaborará en su financiación." 
Dicha norma se ha señalado como una de las que más polémicas causó a lo interno de la Asamblea Nacional Constituyente, plasmándose la independencia de las universidades para el desempeño de sus funciones y para darse su organización y gobiernos propios; se trata de lo que en doctrina se llama los tres tipos de autonomía, sean administrativa, organizativa y de gobierno. Con base en la disposición constitucional, la normativa específica de los centros universitarios, reflejan claramente la particularidad propia de que gozan en nuestro ordenamiento jurídico (...),siguiendo en todo lo conducente a la doctrina nacional del autor Mauro Murillo que para los efectos de mayor claridad en nuestra exposición seguiremos y transcribiremos a continuación (...) (...) Derivada de la propia Constitución Política, de las disposiciones del legislador y de las mismas disposiciones que las propias universidades han creado, la competencia exclusiva de que gozan las universidades representa un ámbito o fuero propio del cual no gozan otros entes menores, que se ven supeditados a la tutela administrativa derivada del gobierno central. La reforma constitucional del año 1968, que reformó el Artículo 188 de la Constitución Política, dejó únicamente al conglomerado de entes descentralizados con la llamada autonomía administrativa, quedando supeditadas a la ley en materia de gobierno. Dicha reforma no perjudicó en nada la autonomía universitaria por cuanto en virtud de la especialidad de las universidades como entes descentralizados les cubre la materia propia del Artículo 84, que por si fuera más, con una reforma introducida en el año 1975, reafirmó el contenido de la doctrina de la norma. Se señala que las universidades públicas poseen un poder normativo que no se compara con ningún otro ente nacional, de forma que puede regular en forma plena y exclusiva el servicio que presta no subordinándose en la materia de su competencia a las disposiciones de la Asamblea Legislativa, es decir sus órganos son fuentes creadoras de normas jurídicas en lo que se refiere a lo académico y demás actividades conexas, y dicha potestad normativa se incorpora con plena validez, complementando las normas universitarias el resto del ordenamiento jurídico del país. Las disposiciones legislativas podrían ser de acatamiento dentro del ámbito de competencia de las universidades, solamente en el entendido de que exista omisión o laguna en las disposiciones universitarias, de tal suerte que una vez superada dicha omisión normativa por parte de las universidades priva en lo conducente las propias normas universitarias. "En otras palabras, la Constitución Política que es la fuente inmediata de la autonomía universitaria, concede a los Centros de Educación Superior Estatales, la potestad legislativa (desde el punto de vista material), en las materia que constituyen o forma parte del ámbito autónomo universitario,...".( Dr. Luis Guillermo Herrera Castro, "La Autonomía Universitaria..." Revista Judicial Nº 18, pág. 76) Las universidades estatales han sido consideradas como entes descentralizados funcionalmente, ya que los mismos gozan de ciertas potestades públicas dentro del ámbito de su competencia, fines y actividades que llegan a conformar la especialidad propia del ente. Su competencia deriva propiamente de la Constitución Política, y las normas que los órganos internos de las universidades crean, tiene un rango de ley material, claro está en el aspecto específico de su competencia, Es por ello que en el acontecer propio de los centros de educación superior estatales, sus órganos regulan materias como régimen estudiantil, personal docente y administrativo, sistemas de autoelección de sus autoridades (con exclusión de cualquier injerencia externa), fijan sus planes de estudio, disponen de la forma que lo convengan de sus propios recursos, establecen sus programas de investigación y de acción social o extensión, fijan los planes de estudio y los grados académicos que se otorgan, y por supuesto pueden regular las materias propias del nombramiento y elección de su personal docente" (tomado del dictamen de Procuraduría No. C-163-90 de 28 de setiembre de 1990). 
En lo esencial, los alcances de la autonomía universitaria han sido fijados internamente, por las mismas instituciones de educación superior del Estado, mediante el ejercicio expreso de su poder de autolegislación y las opiniones jurídicas vertidas en su seno. Igualmente, esta condición ha sido analizada desde fuera del claustro universitario, entre otros por Eduardo Ortiz, Hugo Muñoz y Luis Guillermo Herrera, planteamientos todos que se realizan dentro de temáticas más amplias. (Véanse: Ortiz, Eduardo. "La Autonomía Administrativa Costarricense".Revista de Ciencias Jurídicas. Universidad de Costa Rica, Escuela de Derecho. Noviembre de 1966, número 8, págs. 121 y sigtes. Muñoz, Hugo. "La Autonomía Universitaria". Revista de Ciencias Jurídicas. Universidad de Costa Rica. Facultad de Derecho. Colegio de Abogados, San José, Costa Rica, No. 37, enero-abril, 1979, págs. 187 y sigts. Herrera, Luis Guillermo. "La Autonomía y la inconstitucionalidad de las disposiciones generales de la Ley de Presupuesto y del Reglamento Decreto Ejecutivo 10042-O P", Revista Judicial, Costa Rica. Año V, Nº 18, Diciembre de 1980, págs. 75 y sigts). (*) El número correcto del decreto es 11042 y no 10042 como por error se cita). Los estudios sobre el alcance y contenido de la autonomía universitaria, enunciada como autonomía administrativa, facultad de auto-organización, autonomía patrimonial y poder de autogobierno han sido amplios y profundos, y no siempre coincidentes en toda su extensión. La consideración de la dimensión autonómica de la Universidad dentro de la estructura de la jerarquía de las fuentes, en el tanto en que las materias y actividades universitarias, que se encuentran dentro del régimen autonómico, no están supeditadas a las disposiciones promulgadas por la Asamblea, sino a su poder de autolegislación, determina, correlativamente, el rango de la Universidad como un ente subordinado únicamente a la Constitución en las materias garantizadas por esa autonomía. 
Dado el contenido concreto de la solicitud, parece suficiente, en esta oportunidad, la explicación que nos da Eduardo Ortiz cuando (refiriéndose a la Universidad de Costa Rica -único centro de educación superior del Estado existente en el momento en que escribió este ensayo), califica la situación normativa de la Universidad (que se generaliza a todos los centros de educación superior del Estado, de conformidad con el Artículo 84 de la Constitución Política), dentro del marco del régimen jerárquico de las fuentes, como "...un caso de jerarquía institucional", en razón de la materia; concepto que desarrolla mediante el siguiente discurso: "Nuestra Constitución, como régimen de las fuentes, ha jerarquizado a los entes sin considerar sus fines y contenidos de actuación, colocando en el vértice a la Asamblea Legislativa, frente a la cual todo ente autónomo es inferior y subordinado, en sí y en sus actos, por el mero hecho de ser tal. Excepciones hay, como la Universidad nuestra, que sí parece ser un caso de jerarquía institucional por razón de la materia. 
De la misma ha dicho nuestra Constitución que "goza... de plena capacidad jurídica para darse su organización y gobierno propios", términos más categóricos que los del Artículo 188...donde sólo se habla de independencia, pero no plena en materia de gobierno y administración. 
La diversa formulación se ha interpretado como una más amplia autonomía de la Universidad, frente a la común de los otros entes autónomos, que significa fundamentalmente su capacidad para regular en forma plena y exclusiva su servicio, sin subordinación a las normas de la Asamblea. Quiere decir esto que la Universidad tiene la potestad de emitir normas con fuerza de ley dentro de su materia o especialidad, intangibles e inderogables por las de la Asamblea; y también, que ésta se haya constitucionalmente inhibida para regular la materia de los servicios universitarios o académicos de alto nivel, por ser materia exclusiva de la universidad..." (Op. Cit., p. 187)" (Tomado del dictamen de Procuraduría No. C-047-93 de 6 de abril de 1993). 
En realidad, el Artículo 84 constitucional establece una reserva normativa en favor de las universidades, en el sentido de que su poder reglamentario es el único competente para normar la organización del servicio universitario; disposiciones que integran de esta manera un subsistema jurídico particular" (Ver en este sentido el dictamen de Procuraduría No. C-086-96 del 5 de junio de 1996). 
En relación con la autonomía universitaria, en particular su proceso de discusión y análisis a nivel de los diputados de la Asamblea Nacional Constituyente de 1949, el significado y alcances del concepto de autonomía de las Universidades del Estado y los límites de la potestad legislativa en relación con dicho régimen autonómico, merece especial atención lo consignado y desarrollado en el Voto No.1313-93 de las 13:54 horas del 26 de marzo de 1993 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que en lo que nos interesa indicó: 
“El otorgar los títulos académicos en esas condiciones, es un ejemplo claro del ejercicio pleno de la potestad normativa interna que tiene la Universidad Estatal a Distancia, particularmente si se refiere al campo o materia relacionada con la fijación o establecimiento de grados académicos que dicha entidad otorga (conforme a sus planes de estudio también regulados y establecidos por la misma academia), a saber: en qué casos, circunstancias y condiciones debe reconocerse determinado grado académico (por ejemplo: diplomado, bachiller, licenciatura, especialidad, maestría, doctorado), y si ello debe aplicarse en determinada forma de acuerdo con las profesiones de que se trata y demás circunstancias” 
Evidentemente lo anterior se encuentra dentro de la reserva normativa que rige, conforme con el numeral 84 de la Constitución Política, en favor de las universidades estatales, por cuanto ese poder normativo que se les ha otorgado es el único competente para normar este tipo particular de materia dentro de la organización y funcionamiento universitario, constituyéndose así en un sistema jurídico-normativo particular. 
No procede entonces que la Procuraduría llegue a pronunciarse de manera vinculante sobre lo aquí planteado, sino únicamente a nivel de Opinión Jurídica no vinculante, por cuanto lo primero implicaría, necesariamente, una clara intromisión y quebrantamiento de la autonomía universitaria consagrada constitucionalmente, al pretender darse una subordinación funcional de la Universidad Estatal a Distancia con respecto a lo que llegara a establecer la Procuraduría en ese sentido, lo que, evidentemente y conforme con una adecuada interpretación desde la Constitución Política, no es viable jurídicamente…”, extremos de lo que se puede colegir válidamente que el ente competente para determinar del trámite para el reconocimiento, equiparación o convalidación de estudios de educación superior realizados en el extranjero, potestad que pertenece en virtud de su autonomía a las entidades universitarias estatales, dado que tal prerrogativa tal y como se analizó en criterios precedentes, les deviene de un precepto de orden constitucional. 
SE PROPONE:
a. Manifestar a la Asamblea Legislativa la firme oposición a la aprobación del  “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”; que se tramita mediante el Expediente Legislativo No. 16.294.   
b. Comunicar este acuerdo al Consejo Nacional de Rectores y a los Consejos Universitarios de las universidades estatales costarricenses.
c. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Eugenio Trejos al ser las 12:30 p.m., presenta moción de orden para ampliar el horario de la Sesión hasta la 1:30 p.m.  Se somete a votación y se obtiene 10 votos a favor 0 en contra.
NOTA: Se discute sobre la prioridad de los temas que restan por analizar, porque el tiempo no alcanzará para analizar todos.  En razón de lo anterior, la Presidencia acoge moción de orden para posponer para la próxima semana los puntos: 13. Reglamento Centro de Formación Humanística y 16. Presentación I Autoevaluación anual de calidad de la Auditoría, correspondiente al período 2007.
ARTÍCULO 13.  Reglamento Centros de Formación Humanística
NOTA: Este tema se pospone para la próxima sesión, en razón del tiempo.
ARTÍCULO 14. Modificación Reglamento de Facilidades de Estudio para Funcionarios  Funcionarias el ITCR
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Modificación Reglamento de Facilidades de Estudio para Funcionarios  Funcionarias el ITCR”, elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 22 de julio de 2008, recibió el oficio de referencia VIESA-542-08, suscrito por la Licda. Ligia Rivas Rossi, Vicerrectora de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, dirigido al MSc. Eugenio Trejos B, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite  el acuerdo tomado en la sesión del Comité de Becas, celebrado el día 30 de junio del presente año, que dice:
“Actualmente la edad mínima para la asignación de la beca de exoneración de derechos de estudio para hijos de funcionarios (beca dependiente) es de 23 años.  
CONSIDERANDO QUE:
1. Los programas que la institución imparte han variado en relación a los años de graduación a 6 o 7 años dependiendo del plan de estudios. 
2. Que en el Reglamento de Facilidades de Estudio para funcionarios y funcionarias del ITCR y sus dependientes en su artículo 3 dice: “Los dependientes de los funcionarios y funcionarias del Instituto que se pueden acoger a los beneficios de este reglamento son el cónyuge y los hijos solteros menores de 23 años, que en ambos casos no percibieran salario” 
ACUERDA:
1. Solicitar al Consejo Institucional   modificar el artículo 3  del Reglamento supracitado para que se lea:  “Los y las dependientes de las y los funcionarias(os) del Instituto que se pueden acoger a los beneficios de este reglamento son la o el cónyuge y las o los hijos(as) solteros(as)  menores de 25 años; que en ambos casos  no sobrepasen  6 ó 7 años de estadía institucional  de acuerdo con el plan de estudio ni perciban salario alguno” 
2. En la Sesión Ordinaria No. 2568 del Consejo Institucional, realizada el 31 de julio del 2008, se trasladó dicha propuesta a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantes para el respectivo dictamen.
3. La Comisión de Asuntos Académicos  y Estudiantiles, en la reunión celebrada el 21 de agosto del 2008, según consta en la Minuta  No. 215, procede con su revisión y análisis de la propuesta  y luego de realizar algunas consultas, verifica que esta modificación no causa mayor impacto presupuestario por cuanto no representa una erogación efectiva en el presupuesto institucional, por lo que dispone avalar la propuesta de modificación al Artículo 3 del Reglamento de Facilidades de Estudio para funcionarios y funcionarias del ITCR y elevarla al pleno del Consejo Institucional.
SE PROPONE:
a. Modificar el Artículo 3 del Reglamento de Facilidades de Estudio para Funcionarios y Funcionarias del ITCR, para que se lea:
 “Los y las dependientes de las y los funcionarias(os) del Instituto que se pueden acoger a los beneficios de este Reglamento son la o el cónyuge y las o los hijos(as) solteros(as)  menores de 25 años; que en ambos casos  no sobrepasen  6 ó 7 años de estadía institucional  de acuerdo con el plan de estudio ni perciban salario alguno”.
b. Rige a partir de su aprobación en firme.
El señor Carlos Badilla señala que no se consigna lo referente al parámetro de plan de estudios y sugiere que no debería decir salarios sino recursos propios.
La señora Sonia Barboza sugiere que se defina un número de años porque sino la disposición queda a interpretación.
Se corrige la propuesta y seguidamente se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 22 de julio de 2008, recibió el oficio de referencia VIESA-542-08, suscrito por la Licda. Ligia Rivas Rossi, Vicerrectora de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, dirigido al MSc. Eugenio Trejos B, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite  el acuerdo tomado en la sesión del Comité de Becas, celebrado el día 30 de junio del presente año, que dice:
“Actualmente la edad mínima para la asignación de la beca de exoneración de derechos de estudio para hijos de funcionarios (beca dependiente) es de 23 años.  
CONSIDERANDO QUE:
3. Los programas que la institución imparte han variado en relación a los años de graduación a 6 o 7 años dependiendo del plan de estudios. 
4. Que en el Reglamento de Facilidades de Estudio para funcionarios y funcionarias del ITCR y sus dependientes en su artículo 3 dice: “Los dependientes de los funcionarios y funcionarias del Instituto que se pueden acoger a los beneficios de este reglamento son el cónyuge y los hijos solteros menores de 23 años, que en ambos casos no percibieran salario” 
ACUERDA:
2. Solicitar al Consejo Institucional   modificar el artículo 3  del Reglamento supracitado para que se lea:  “Los y las dependientes de las y los funcionarias(os) del Instituto que se pueden acoger a los beneficios de este reglamento son la o el cónyuge y las o los hijos(as) solteros(as)  menores de 25 años; que en ambos casos  no sobrepasen  6 ó 7 años de estadía institucional  de acuerdo con el plan de estudio ni perciban salario alguno” 
2. En la Sesión Ordinaria No. 2568 del Consejo Institucional, realizada el 31 de julio del 2008, se trasladó dicha propuesta a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantes para el respectivo dictamen.
3. La Comisión de Asuntos Académicos  y Estudiantiles, en la reunión celebrada el 21 de agosto del 2008, según consta en la Minuta  No. 215, procede con su revisión y análisis de la propuesta  y luego de realizar algunas consultas, verifica que esta modificación no causa mayor impacto presupuestario por cuanto no representa una erogación efectiva en el presupuesto institucional, por lo que dispone avalar la propuesta de modificación al Artículo 3 del Reglamento de Facilidades de Estudio para funcionarios y funcionarias del ITCR y elevarla al pleno del Consejo Institucional.
ACUERDA:
a. Modificar el Artículo 3 del Reglamento de Facilidades de Estudio para Funcionarios y Funcionarias del ITCR, para que se lea:
 “Los y las dependientes de las y los funcionarias(os) del Instituto que se pueden acoger a los beneficios de este Reglamento son la o el cónyuge y las o los hijos(as) solteros(as)  menores de 25 años; que en ambos casos  no sobrepasen 7 años de estadía institucional  de acuerdo con el plan de estudio ni perciban salario o ingresos por cuenta propia”.
b. Rige a partir de su aprobación en firme.
c. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
ARTÍCULO 15. Licitación Pública 2008-LN-000006-APITCR  “Concesión de local para servicio de Soda en el Centro Académico de San José”
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Licitación Pública 2008-LN-000006-APITCR  “Concesión de local para servicio de Soda en el Centro Académico de San José”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, adjunta a la carpeta de esta acta.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió memorando VAD-220-2008,  con fecha 5 de agosto del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite la Licitación Pública 2008-LN-000006-APITCR  “Concesión de local para servicio de Soda en el Centro Académico de San José”, para el respectivo análisis y dictamen. 
2. En ese mismo oficio informa que la Licitación Pública 2008-LN-000006-APITCR  “Concesión de local para servicio de Soda en el Centro Académico de San José”, cuenta con el dictamen afirmativo de la Asesoría Legal, según oficio AL-347-2008.
3. La Comisión de Planificación y Administración  en la reunión celebrada el 22 de agosto del 2008, analizó el Informe de la licitación y dispuso avalar la recomendación hecha por la Administración y elevarla al Consejo Institucional para la respectiva aprobación. 
ACUERDA:
a. Adjudicar la Licitación Pública 2008-LN-000006-APITCR  “Concesión de local para servicio de Soda en el Centro Académico de San José”,  al señor Emiliano Francisco Guerrero Murillo, Cédula Jurídica No. 2-334-565, por un monto mensual de ¢100.000 (cien mil colones), por concepto de concesión de local, por doce meses pudiendo ser prorrogado hasta por cinco años, con base en los resultados del estudio legal y técnico y la recomendación hecha en el Informe presentado por la Administración.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2573.
CAPÍTULO ASUNTOS DE FORO
ARTÍCULO 16.	Presentación I Autoevaluación anual de calidad de la Auditoria, correspondiente al período 2007
NOTA:  Este tema se pospone para la próxima sesión, en razón del tiempo.
CAPÍTULO ASUNTOS VARIOS
ARTÍCULO 17.	Concesión del servicio de fotocopiado en el Centro Académico
El señor Isidro Álvarez comenta que ha escuchado, respecto a la concesión del servicio de fotocopiado en el Centro Académico, que este no funciona, no sabe qué pasa con eso.
El señor Eugenio Trejos responde que averiguará si los comentarios son ciertos y qué es lo que está sucediendo.
La señora Sonia Barboza comenta,  respecto al Centro fotocopiado de Barrio Amón, que se había solicitado un estudio de electricidad y consulta si ya este estudio se está haciendo.
El señor Eugenio Trejos informa que consultará al Vicerrector de Administración cómo va el estudio.
ARTÍCULO 18.Lineamientos para el programa CONARE financiado con Fondos del programa de inglés para estudiantes y funcionarios
La señora Rosaura Brenes externa su duda en lo referente a los Lineamientos para el Programa  de inglés, financiado  por CONARE con Fondos del Programa de inglés para estudiantes y funcionarios; y comenta que el Director del Departamento Financiero Contable la llamó para preguntarle por qué se había hecho una resolución de Rectoría para que se giraran los montos  adeudados a la Escuela de Ciencias del Lenguaje. Consulta por qué se hizo por este medio si ya este Consejo había tomado un acuerdo sobre los Lineamientos 
El señor Eugenio Trejos investigará a ver que pasó, solicitará la resolución y la trasladará para lo que corresponda.
ARTÍCULO 19.	 Código de la Sede Interuniversitaria de Alajuela
El señor Víctor Estrada informa que a la Federación de Estudiantes llamó un joven muy molesto, porque el código de las carreras que imparte la Sede Interuniversitaria no estaba en las opciones de la boleta que entregan el día del examen de admisión.  Para lo cual solicita una reunión con la señora Ligia Rivas y el señor Eugenio Trejos, la cual será tramitada mediante la Sra. Adriana Aguilar, Secretaria de la FEITEC en coordinación con las otras compañeras secretarias.   Considera que debe estar también la señorita Giannina Ortiz para se le aclare la situación y él, en calidad de Presidente de la FEITEC.
El señor Eugenio Trejos considera  que se debe coordinar con la señora Sonia Córdoba la cita.
ARTÍCULO 20.  Aplicadores del examen de admisión del ITCR
La señora Rocío Poveda comenta respecto a los aplicadores que hubo mucho desconocimiento por parte de estos, no hubo orientación, muchos no saben en qué consisten las carreras y las diferencias.  Agrega que la promotora de San Gregory dice que hay 8 estudiantes interesados en ingresar, este Colegio los ha preparado mucho para que puedan ingresar al Instituto Tecnológico de Costa Rica. Consulta a quién le corresponde atenderlos y con quién hay que coordinar.  Deja este tema como un punto que se puede discutir, tal vez en las políticas específicas.  Solicita más apertura en este tema.
El señor Johnny Masís agrega que la señora Rocío Poveda puede tener razón en algunas cosas, pero en otras es falta de información sobre muchos de los procedimientos existentes. 
El señor Víctor Estrada considera que falta información en los mismos Colegios y debe haber información móvil.
El señor Eugenio Trejos añade que siempre hay que  recordarles el manejo de la información en forma homogénea. 
El señor Eugenio Trejos toma nota de todas estas sugerencias y las trasmitirá en el Consejo de Rectoría.
ARTÍCULO 21.	 Informe de Prensa
La señora Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, comunica que recibió copia del Informe de Prensa, correspondiente al 27 de agosto del 2008, el cual ha sido circulado en el transcurso de esta Sesión.  (Documento adjunto a la carpeta de esta acta).
Siendo la una tarde con veinte minutos se levanta la Sesión.  
BSS/cmpm

[bookmark: _gjdgxs]

image01.png




image03.png




